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RESUMEN
En este articub se aborda d  desanroUo junsprudenoal d d  principio a xK titu doral de b  autonomía 

urwervtana. concretamente, su aspecto académico. Además, este docum ento reflexiona sobre 

las continuas colisiones del principio constitucional con otros derechos fundamentales. El 

objetivo es analizar de manera critica los fallos constitucionales y  la corrección argumentativa de 

la metodología aplicada. Finalmente; a partir de un análisis de líneas jurisprudenciales, d  articulo 

propone los surcos de diálrigo y  conexión de dos sistemas hermétirxx presentes en nuestro 

ordenam ento jurídico
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INTRODUCCION
Este d o cu m ento analiza el trabado jurisprudencial de la C o rte  Constituciorud respeao a la 

dimensión académica del prinapio de autonomía Universitaria. La elección de este pnnopio 

se justifica por varias razones. La primerjc es la escasez de estudios que aborden el tema desde 

una perspectiva analítica. La segunda, es porque este prinapio  da cuenta de paradigmas 

interpretativos, tal y  com o k) exige su estructura Imgúistica. Finalmente en la elecdóo del tema se 

explica por qué analizar en detalle la evolución jurisprudencial del principio y  permite evidenciar 

com o su 'textura abierta' implica un cambio en las prácticas interpretativas del nuestro sistema 

juridKO.

En este orden de ideas, este escrito se divide en cuatro secciones. En un prim er apartado, se 

analiza la concepción normativa de la autonomía universitaria^ desde su origen formal de reglas 

de permisión y  prohibiciórv hasta su actual configuración de pnncipio. En seguidla examina de 

manera general las dimensiones legales de la autonomía universitaria y  posibilidades de acción 

y  Emite de las Universidades (aspecto positivo y  negativo). En la tercera sección, se abordan las 

líneas juríspruderKiales desarrolladas por la G x t e  ConstituCKinal y en la cuarta sección se analiza 

la dánensión académica de la autonom ía Finalmente se procede a ccxiduir
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SECfitTMl* OC EDUCAOON OQ OSIRlIO

1. EVOLUCION DE LA 
CONCEPCIÓN NORMATIVA 
DE LA AUTONOMÍA 
UNIVERSITARIA
1.1. Origen legal a la manera de reglas de la educación superior en 

Colombia

B  nacimiemo, cxxKepcion, interrupción y  desarrolto de la Universidad. espeoalTTiente en k) que a 

la educación pubhcj supenof se refiere en e) pao* ha estado signado de manera mescndW e a su 

coTKepcion legal EíUal sentido, en lo que sigue se busca mostrar cuales son las impicaciones <fje 

en materia de paradigmas interpretativos trae su actual configuración normativa com o p n ru ^ x i 

czxistitucional analizando su desarrollo desde sus orígenes

1.2. Nacimiento de las universidades bajo el estricto control del 

Gobierno

La idea de universidad publica (Agular, 200D se materiaízó de U  mano de U  expedición de la Ley 
del 18 de mareo de 1826 ütulada. •Sobre organización y  arreglo de la «istrucoón pubkca'’, en la 

que el general Santander" n s m u yó  U  Universidad Central de la Repubfca con sedes en B o g o ú  

Caracas y C in to ' Este centro de enseñanza com eruo actividades en los años trenca del siglo XIX

1 Co<*fcaoonNaixxi4Bog“ *'*>*ip26-2aO
2  GKeudeCokxríxaNi»n2 7 2 ,Bogorádo«it*re3 1d e « 2 6 p i
1  Desde 1 7 »  dV nevG unor encargo Jleraonccs fiscal FrncacoAnwrw Moreno jíEícandónU 

eSaboraoon de »  plan endenie a crear U U ^endad l>ubka con d  o f a ^  de e iv ro f*  loa bienes a
la Cocrsidi» de Jesio tC » te  ■). w  enbaqpt aunfie d  proyecto se elaboro i w a  se levo a la r«* lid  

hasulal
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con profesores^ y  estudiantes herederos y  precursores de la Expedición Botánica ' Pese a este 

antecedente, fue desde la instalación de la Real Audiencia en 1850, que se autonzo en el país a 

k »  cor^«nto5‘  de la Nueva Granada para impartir tnstrucción a clérigos y  seglares de cátedras de 

gramaijca y  lectura com o uno de los mecanismos eficaces de b  colonización y  de la mstitucion del 

patrm onio irxliano, con la ahartza perdurable del Estadoy la Iglesia. Aun más, solo hasta comienzos 

d d  s^lo X V I  se dieron las primeras autonzaoones para dar títulos de I'icenaaturas y  de doctor

El nacirmcrtto* de la Universidad estuvo orientado a privilegiar los estudios de medicina y 

y  la autonomía de la educaaón era inexistente por d  estricto control y  dirección d d  

poder ̂ ecutivo Asi por ejempk^ en desarrollo de la Ley 18 de 1826, d  s^epresidentc, Francisco de 

Paula Santander decretó d  plan de estudios para las universidades centrales y  departamentales * 

El articulo 16 de la Ley 4 de 1840 estableció: 'las universidades quedan ba)o la dirección d d  poder 

qecuirvo, 1 en días se enseñará de prefererKia la junspruderKia y  la m edicina'

Desde sus inicios los contenidos académicos de los programas que se impartían en las 

lí^^wersidadcs fueron foco de debate^'y proscripción por parte del Estadoy la Iglesia Las primeras 

expresiones de mconfomusmo frente a la enseñanza obligatoria se dieron en rdaoón a los textos 

y  pensamiento de autores com o Tracy (1754-1836) y d  reemplazo de la palabra metafísica por 

^e o lo g u  y de icremias Bentham (1748-1832) y  sus ideas utilitaristas. Esto también ocurno 

frente a las ideas de ser)suaksmo de Juan Bautista Say, tas cuales^ pese a que gozaban d d  gusto de

J  p»«UiicCotort*iahaim273^Bogoü^««ro21<teie2^

«TMcso tixre bs pnmprji Am »    _____•
o e  I .  u n n e n x U d  C m t r r i  « a 

proíoorw
Caicedo y Fkxez (pnrrw recttxt Vicmtc Anicf^ José Fet* Resvepo. Fr«ir.<, »

cabo d  25 de dkienibrc de 1826 en U Igfnu de San

j. Fnnoscu Soto. EstanrtUo

6 AloiÍT«>o«»noi,AgiBtty»yDotn«ooi

•fan!?^w r  *" ** Colego de S>n B«rtoloine. en 16M j  Fray OistobjJ de
J]j!¡**'” ^®xxaddRoMr»o. en 1623 ion autofuadoikrtjcsijrUs para crear

Rapubbca, Afchfvo rtftófico R«l/epo, fondo B,

42 * ^® ™ ^^* * * ™ ^^^* »^* & > 'o m b i«e n íu $ P * s * »B o g o u E < lU N «e i£ > S ,



S anu nder al m ism o tiempo estuvieron condenadas por la no benevolencia d d  libertador, quien 

las calificó com o de inconvenientes para la juventud proscnbiendolas. Asi se decretó en la arcillar 

del 2 0  de octubre de 1828, donde estas nociones fueron consideradas coitki las culpables de la 

parbcipaaon de profesores y  estudiantes en las revueltas del 25 de septiembre de 1828, conocida 

co m o 'N o c h e  septembnna'

'Los escandalosos sucesos ocurridos en esta capital a consecuencia de h  
conspiración que estalló el 2S de septiembre último, h  parte que tuvieron 
desagraciadamente en elhs algunos jóvenes estudiarrtes de la Universidad, 
y  el clamor de muchos honrados padres de feunilia, que deploraron la 
corrupción, ya  demasiado notable de h s jóvenes, han persuadido al 
Libertador Presidente, que sin duda el plan general de estudios tiene efectos 
ffftirin U i que exigen pronto remedio para cortar de raíz h s males que 
presaghn a h  patria h s vicios e inmoralidad de hs jóvenes Su exceletrcia 
,  meditando fihsófkamente el p h n  de estudios, ha creído hallar el origen 
del mal en h s  Ciencias políticas que se han enseñado a hs estudiantes, al 
principiar su carrera de h  facultad mayor, cuando todavía no tienen el 
ju k h  bastante para hacer a hs p n n e i ^  h s  modificaciones que exige h s  
circunstancias peculiares de cada nadón. 0  mal también ha creado sobre 
manera por las autores que se escogía para el estudh de h  legislación, como 
Bentham, y  otro que al lado de las máximas luminosas, contienen muchas 
opuestas a h  reTigión, a h  moral y  a h  tranquilidad de hs pueblos'"

a  eswicto control de la educación superior en Colombia por parte de los gobiernos de tum o, 

y la inexistencia de autonomía para el manejo de sus recursos económicos, la disposición de su 

pervxiaL asi c o rr»  de los contenidos acadernicDS a impartir, fóeron constantes que se extendieron

hasta los años tremta del s i ^  X X  ’  (V íla m ^ 2001)

La Ley 1 de 1842 estableció que el Secretario del Intericx y Relaciones Exteriores, como director
g e r ^  de la instrucción pUblica’* terna el control y dirección admawstrativa, presupuestal y
acadernicadeUun.versKlad publica asirn«nrxj,laLey7de1842en su articidosegurxloestablecxi

ti G io eudeColcm ba,NixTiJ78,BogoM .oelut»3de'«aapl

2  sobre l»oluc»ciciou4ienor se leflcjom las funcxinet«ipi»dM por

■
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'Corresponde al poder ejecutivo dictar los reglamentos I ordenes necesarias 
para la organización i dirección de estos establecimientos; nombramiento, 
suspensión i destitución de los empleados; reccuidación contabilidad e 
inversión de los fondos I rentas; conservación, administración i enajenación 
de sus bienes; creación, dotación, i supresión de cátedras, i sobre todo lo 
demás relativo o la enseñanza".

N o  obstante que el nacimiento legal de la universidad pública estuvo marcado por su dependencia 

y  control d d  ^ecutivo, la lucha de la entonces insipiente com unidad académica nacional por 

conseguí que las labores universitanas se pudieran cumplir con autorxxnia, es tan antigua como 

la creación de la propia universidad

Muestra de eBo, com o uno de los antecedentes más antiguos del que se tenga corxicimienlo 

de la que hcy conocemos com o acción de inconstitucionalidad verso sobre la violación de la 

fdeperxlerKia del Colegio M ayor de Nuestra Señora Rosano por cuenta de la expedición de 

carácter nacional, y que fuera demandada por dos de sus ex-rectores, Gil Colunje y 
francisco Eustaquio Alvarez”

La Ley 5 del 18 de m arzo de 1865 había reconocido la independencia del Colegio M ayor de 

Nuestra Señora del Rosano, estableciendo que este se regina 'p o r  las instituciones que estableció

su fundador, en cuanto que fueran compatibles con la Ley nacional' En la legisUtura de 1879 del

Estado Soberano de Cundinamarca, el diputado O ctavio Salazar presento un proyecto de ley 

con el objetivo de reformar la Constitución del Colegio M ayor de Cundinam arca El proposito 

central de la reforma legislativa era cambiar la elección del Rector y del Vicerrector asignando 

la competencia al Gobernador del Estado, aboliendo la capacidad que teman las colegiaturas de

F»»e n ta r temas para la elección por parte del presidente

**’"'*•“•**'* •oscu'sosóelasunriínidadcs Osponrr
obr”  que debei lerw para U ensenmi* CukIm de U com«r«oon,

W b mejor cducaoon mor4  leWx** nttkciuai

«  MALAGOrLC200np207 23l l»* «< í»n »l* «lf% »le rE )e c u u ia '
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Pese a las objeciones del G obernador de Cundinamarca y  a su devoluoón al cuerpo legislativo 

de d id io  estado, el proyecto fue aprobado mediante la sanción de la Ley 6  de 1879, que en todo 

caso fue derrtanda por los ex-nectores losaristas. En decisión divididj^ los magistrados José Mana 

Rojas y  Rafael Martínez abogaron por la no suspensión de la ley, y  los magistrados Manuel Ezequiel 

Corrales, Juan Agustín Uficoche argumentaron a favor de sus suspensiórv situación que produjo 

que la Corte  Suprema no suspendiera la aplicación de la ley y  remitiera el caso al Senado, quien 

la declaró nula por considerarla violatona de la Ley 5 del 18 de m arzo de 1865, y  del maso 5 del 

articulo 17 de la Constitución de Rionegro.

Lo anterior muestra có m o el nacimiento de la Universidad pública en Colombia se establead 

m ediante una estructura lingüistica a manera de reglas especificas de control por parte del 

ejecutivo. El objetivo primordial fue establecer reglas claras sobre los limites administrativos, 

económicos y  académicos de las Universidades com o estamentos dependientes del ejecuúvo, 

que en to d o  caso, p o r la lógica propia de la academia y  la necesidad de su libertad em pezó a 

presentar problemas judiciales en procura de su autonomía.

1.3. La proscripción de la educación superior en Colombia

Durante el gobierno de José Hilario López, el 15 de mayo de 1850 se estableao la libertad de 

enseñanza en todos los ramos del conocimierrto, lo cual se tradujo en la decisión de extinción 

de k »  títulos académ xx» co m o requisito del ejeracio de lo que se denom inaban profesiones 

científicas, asi co m o la supresión m om a de las Umversidailes.

'suprím am e hsU nhtrsida dei Lo í  edificios bknes y  rentas ifut hoy dáfrutan 
se op6carán para ei establecinuento de los colegios nadortaks, a excepción 
del Colegio deIRosariOi cuyos bienes serán administrados conforme lo decida 
h  Cám ara Provincial de Cundinamarca.'”

Sobre las nefastas consecuencias de estas doposioones legales en las que se proscribió la

enseñanza de la educación superior en CokxTibia, el prirner rector de la Universidad Nacional de 

los Estados Unidos d e Colombia M anuel A n a z a r»  señalaba.

15 G acíuOfioalNixn. 1124, Bogotá, 23 de
16 Enwrdiddpnrner«ectordeljl>vvers«iadfueEzequetRD(ai,<f«n<Wx<toaptDbiomsdeiakidno 

aceptó hilesignioón.
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”En vténte añoi de experimentación, este sistema ha dado todos los frutos 
que de t í  pueden esperarse. M u i contados son los jóvenes, que merced a una 
vigorosa meígetteia i creándose eHos mismos un método de estudios, han 
llegado a ser científicos: I es la verdad, que entre la generación universitana 
de T84S ilaq ue hos estudia, se encuentra un irreparable vació intelectual 
‘ tenemos bornbas de jabón aspirando a subir como globos aerostáticos' ha 
dichoun profesor de otros tiempos, resumiendo en esa frase cuando pudiera 
decirse para pintar la insipiencia en que hemos caído ’

1.4 El renacimiento de las Universidades Públicas

G x i  i i  Ley 22 de 1867 y su famosa defensa de Miguel Plata Azuero, se crea la Universidad 

Nacional de los Estados Unidos de C olom bia Esta institución estaña plenamente controlada 

por el qecutivo, cjuien se erKargana de determinar el núm ero de facultades, la naturaleza de la 

ensefianza, la organización administrativa de la universidad, los reglamentos que la regirían, el 

nombramiento de los empleados, la constitución de su presupuesto, e incluso, los cnterios de 

sdecoon de los estucantes admitidos para cada escuela

El estatuto general, defendido por el G obierno estableció co m o 'su prem o inspector de la 

universidad al Secretario del Interior, en su calidad de 'd irecto r general de la instrucción 

universitaria f\ar lo que le correspondía elegir al rector general, a los rectores de las escuelas, 

y basta los catedráticos, de acuerdo con las temas que enviaran los órganos de dirección de la 
m vetsidad

ft*enorm ente, y ba(o el gobiemo de Rafael Nuñez, se expidió la Ley 106 de 1880 que definió 

la universidad com o una 'institución de educación creada por la Ley y  sostenida con fondos 

nacionales, para dar pública y  gratuita enseñanza secundaria y  profesional' reiterando la 

tendencia de colocar la universidad pública b ^  el control directo del poder ejecutivo, sumando 

la adsCTpoón obfcgatona de la educacxin a la religión católica:

•l a rdigldn to ó te q , ApostoBca, Romana, es la religión de la Noción; los 
prwres prdAcos la (Koteg¿,ún y  harán que sea respetada como esencial 
tíemtm o M  orden íotíat* ftiucadón púbtíca áreaorganáada ydingióa
tncancordandaconlaReSgiónCatáeca.’  ^
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En consecuencia y  luego de una nueva irrtemjjJCKjn de actividades académicas derivada de la 

guerra de los mil dias  ̂la instrucción pública fue restablecida mediante la Ley 39 de 1903^ que se 

caractenzó por el debilitamiento de la estructura orgánica de la universidacl y  de su autonomú^ 

convirtiéndola en un ente estatal sin cohesión entre sus facultades, totalmente irxlependientes 

desde el punto de vista administrativo, académico y  físico.
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Segundo), « « ia U n d o  sus componentes, objetivos y  organuación (Capitulo I), las modalidades 

educauvas (Capitulo B  y tas mstitudooes de educación superior (Capitulo III).

2.1. La autonomía universitaria

Por su parte, con U  expedKión de la Constitución de 1991 surgió en el país la necesidad de 

« o ^ U r e g u l a c K i n e x s t e n t e e n r ^  U  Carta P b lito  dispuso

^  la matena que b  educacwn es un derecho de la persona, un servicio pubteo que tiene una

^ ‘’^  '®“ " ' ’ P ° ™ ^ ® '^ ^ ° ' ^ l a r ) ^ q e r c e r  la suprema inspecaon y  vigilancia 
de educación (A rticulo 67). Señala igualmente que bs particulares tendrán libertad para fundar 

«R b le o m w n to s  educativos, en las condiciones que establezca la ley para su creaaon y gestión 

(Artieute 68) y  girantiza la autonomía umversitana. de acuerdo con la Ley (Artieuto 69)

A parta de este nuevo contotto constitucional se expbió la Ley 30 de 1992, por la cual se organiza 

s w i^ p u b fc c o  de la Educación Superior, norrria a partir de la cual se han producido numerosos 

desanolos orientados a la confenmación de un sistema nacional de educación superior

Asi, se tiene que a partir de la Ley 30 de 1992, el Ministeno de Educación inicio un proceso 

orientado a asegurar la cakdad de la educación supenor, que se plasmo en una sene de decretos 

que en con^imo, configuraban el femado Sistema Nacional de Educación Superior, dH a ia l entre 

otros instrumentos, hacen parte los estándares mimmos de calidad y el registro calificado de

Prograrnas, b acreditación voluntara de instituciones y  de prograrnas, los exárnenes de c a l^ ^  

b educación supenor y el sisteiTB de créditos académicos

En el Aruculo 9 ^  b  citacb Ley, al tratar el tema de b  naturaleza jurídica de bs instituciones de 

educación de carácter privado, dispone que *b$ instituciones privadas de Educación Super kx 

deben ser personas jurídicas de utilidad com ún, sin ánim o de lucro, organizadas como

corporaciones, fundaciones o  instituciones de economía soMana.'

*  l! í¡5 í^ 'í* ^ * ^ '* * '* ° ~ ™ * '* « « r «a n a n o lu e a x it e rr® U d d e n U & X B tiiu o w iP e * tic 4  
a. I hiedc s ^ d  año 1966 que k  planieo la necesidad de un 'reconocimicntQ coosmucxinji
de h autónoma Unwenitana A Pases del Decreto 80 de weo se hoo i*i avance anportante en el 
reconoomereodel P*pelsociildelasunrv«nKladesydeiuautonoma'(VÍ«TsE2004,p 23A-236I
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En los Artículos 28 y 29 de la Ley 30 de 1992, se desarrollan de manera explícita los postulados 

constrtucionaics de la autonomía universitaria, que en los términos de la ley se concreta en la 

Biertad académica, administrativa y  económica de las instituciones de educación superior En 

cfercicio de esta autonomía, las universidades tienen derecho a darse y  modificar sus estatutos, 

designar sus autondades académicas y administrativas, crear, organizar y  desarrollar sus programas 

académicos, definir, organizar sus labores formativas, académicas, docentes, oentificas y  culturales, 

otorgar los títulos correspondientes, seleccionar a sus profesores admitir a sus alumnos adoptar 

sus oorrespondientes regímenes y  establecer, arbitrar y  apficar sus recursos para el cumplimiento 

de su misión social y  de su funexin institudonal

Ftor otra parte, de conformidad con lo dispuesto en el Articu b  3 de la Ley 30 de 1992, corresponde 

al Estado garantizar la autonomía universitana y  velar por la calidad del servido educativo a 

través del ejercicio de la suprema inspección y  vigilancia de la Educación Superior El cual, según 

lo señalado por el Articulo 31 y  de conformidad con lo dispuesto en los artículos 67 y 189 de la 

Constitución PolitKa - C P -  (numerales 21,22 y  26), corresponde al Presidente de la RepúbliczL 

acorde con lo estipulado en los artículos 33 Ley 30 de 1992 y  el 211 de la O í  delegar en ef Menstro 

de Educación Nacional todas las funciones asignadas en los Aibculos 3 1 y 3 2 d e la L e y 3 0 d e  

199Z  Medíame Decreto No.0628 de 1993 se delega en el Ministerio de Educación Nacional, las 

fieroones de inspección y wgilancia que en relacioo con la Educación Superior corrsagra la Ley 30 

de 1992

Este breve pwiorama del naormernoy desarrollo de la Universidad publica en el país hace evidente 

que la vida de la universidad publica y la forma de su existencia (autónoma o  dependiente del 

gobierno) ha estado signada por la concepcxjn normativa de cada momento de la historm por tal 

razórt el estudio del desarrollo y concreción normativa debe ocupar un kigar importante dentro 

de las preocupaciones investigaciones de la academia que en este caso se traducirá en el analisrs 

de la especial estruaura Sngúística del pnnapio de la autonomia y de las impkcaaones de dicha

construcción en matcna «ntcrpnrtat/va.

■
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2-2.La estructura norm ativa y  lingüística de la autonomía 
universitaria como principio jurídico

E) antenor anafes de las características históricas del desarrolto legal de las universidades públicas 

y d ^  autonomía corxluce a estudiar y  reflexionar sobre la concepción normativa aaual del 

regimen de autorKimia cortsagrado en la Constitución Política de 1991.

La actual Constituoón Pofióca, y  en especal sus postulados normativos nacieron de la mano de

la eráis del paradigina positivista arraigado en las aencias sociales y exactas hasta ese rnornento 
en rx«tTop as.c^ en la oenda del derecho se ha expresado, no sin rriarcada resitencia, con la
teridencia postnnodema del neo<onstitucionalBmo.

U  concepción normativa del pnneipio de la autonomía univershara, en la Constitución Poliuca 

^ 1 9 ^  se enmarca dentro de la ruptura de la ncxrión única del constitucionalismo com o 

poder, asumiendo una faceta constructiva y  prepositiva al erigirse com o un principio 

« « t r t u o o n a l  con fuerza normativa, que en este nuevo contexto, debe enfrentar el problem., 

de U  construcción linguísUca abierta. Específicamente, la cuestión de la indeterminación 

««narm ea. que s. bien es cierto en general afecta todo enuncado normativo, en los pnncipxzs

“ rawuoonales es mucho más fuerte.

&  gortrntiza la autonomía u n i^n ita ria  Las univenulotks 
su, directmasy regirse por sus propios estatutos, de acuerdo

La ley estaWecerd un rtg m tn  tip to a l para las unnmsidadei del Estado

debemos destacar que la estructura lingüistica d d  articulo 69 de la

2 ~ ^ P o h o ^  el quesecoreagralaautorxxna universitaria p re s e r u a e ^ ^  
«^ntKasporvag^da^arr^igüedadyaperturaevaluatrvasEnprwr»^
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es ambigua porque no define de manera exhaustiva su significado. Lo anterior, produce que el 

postulado normativo pueda ser interpretado desde diferentes vakxaaones del mundo, pues la 

expresión'se garantiza la autonomía universitaria', puede ser interpretada desde vanos puntos de 

vista e eitercses, que dependen de la concepaón misma de soaedacl universidad y  de Estado que 

t e r ^  el ntérprete. Dicha estructura es a su vez vaga, porque no establece con precisión bajo qué 

si^xicstos de hecho el Estado 'fortalecerá' la investigaaón y  la ciencia y  'faalitara mecanismos 

finwxaeios', remitiendo la capacidad normativa de la Universidad a una postenor reglamentación 

del legislador Ademas, tiene aperturas evaluativas con las expresKXies 'fortalecer' y  'facilitar' que; 

para su apícaciort suponen juiaos de valor por parte del intérprete

En consecuencia, de la propia estructura y  características de la construcción semántica 

fftdetermmada de la autonomía univenitana, o en términos haitianos, de su textura abiertzt se

expica la enportarxM de analizar su configuración desde los lugares de concreción y  actualización

de subreglas de este prxiapio, asignadas tanto a los jueces com o al legislador (Hart, 1968).

La metodología utilizada para el análisis de dicha jurisprudencia, en primera instancia, es la 

lamada 'ingeniería reversa' de Diego López (2000), en la que se identifico una última sentencia 

(arquenédica) por cada problema jurídico relevante de la esfera académica de la autonomía

ureversitaria. En seguida, se llcvwon tres o  cuatro despliegues del rwfio crtociona/de las sentencias,

hasta identificar la primera sentencia (fundacional), para en un tercer m om ento proceder a la 

identificación de la ra t »  dícidmdi (razón ultirna) del grupo de decisiones todas ellas encuadradas 

temáticamenie por la similitud de los hechos relevantes

D e esta manera se identificaron las sentencias mas rdevanles sobre cada problema, es decir, las
que presentaban rnayor numero de citaciones por la rnisrna Corte Constitucional y  la coherenca 

y dinamisroo de cada precedente (análisis dinámico y estático del precedente). Sin embargo, al ser 

evidente que no es suficiente anaSzar la jurisprudencia naoonal sólo desde esta óptica heredera 

del sistema del pragmatismo anglosi^on, porque resulta insuficiente al no dar cuenta de nuestra

tradición racionalista conceptualista, en el a n á te  tanibren se estudia la coherencia argurnentativa 

de las ottter dictru (dicho al paso) de las decisiones y en especial de la rnetodologia utilizada por 

U  Corre Constituciona) para U  resolucxiin de los diferentes proWernas, lo cual p e rm itri arropr un

anaísis nías cornpleto y exhaustivo para el curnpírniento de nuestro o b rtivo  final
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3. LA JURISPRUDENCIA DELA 
CORTE CONSTITUCIONAL
31 Autonom ía universitaria- Dimensiones positivas y negativas 

de la autonomía

La construcción lingüistica d d  U  auzonomia univennana  co m o pirincipto jurídico, y  de la 

n te rp rc ia co n  de b  Corte  Consotucional de maxima de optimización, y  su continua colisión 

con otros pnncjpios constitucionales com o el debido proceso, el derecho a la educación, el

derecho a la íMStigacion, el derecho a la Igualdad y la unidad presupuestal ha originado que la 
junsprudenciadel Tribunal Constitucional haya destacado dos ideas regulativas. Pbr un ladc\ su 
dimeris».i positiva, o en otros terrnirios. de posibAdad de acción de los entes urwersrtanos y  por

otro lado se ha recalcado ia*ia dimensión negativa, o  de limites frente a los otros derechos de 

rango oonstrtucioiuii

De las tres dimensiones de la outonormounivmiwrw. veremos que la jurisprudencu seo cup^en 

su mayor la, de los aspectos negativos o de limrtev rniemias que la jurrspiudencu que se ocupa 

de U  diniensio.1 adrninistratnia y prescpuestal desarrolan los aspectos positivos o de capacidad 

de acción CKha característica se expfcca por U naturale/a de las acoones que en uno y otro caso

son o b ^ to  de estudio del Tr*xmal Consm uoonal En h  d w is i o n  acadrwKa la gran m ayoru de
pronunc«rivc.,t> r. se producen en virtud de accKjnes de tutela que se m petran por m im b ro »  de 

b  conxai«la.l univeivtar u  contra las LkiiversKtides, rnem tm  que, en lo» a s « t o s  presiipuestal y

admevstrativo b  gran mayoría son p n íx in c -na e n to s  de comtitucionalaiad en los que b  Corte 

C o n s titu c«n .,l se ocupa de evaluar w una deternwsada ley ha i.»s g red «lo  el p r « t v «  de U 

outonomu unrvrrsrtnrsr n ceJotar Imites a este

Referente ,i b  arterpret.sc«i de b  n u to ro m » ur-versiwnr. en su aspecto posmvo c o n «  garanM 

«strtucKvial. cabe destacar lo expresado por b  Corte Consmucorsal en b  Sentencu T  W4 de

1993
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*£/ articulo 69 de h  C P  consagra una garantía Institudonal cuyo sentido 
a  el de asegurar la misión de la universidad y  que, por lo tanto, para ésta 
adquiere, en cierto sentido, el carácter de derecho constitucional. Según la 
norma átadcL 'se garantiza la autonomía universitaria. Las universidades 
podrán darse sus directivas y  regirse por sus propios estatutos, de acuerdo 
con la Ley'. E¡ alcance de la ley, en esta materict, tiene carácter limitado, pues 
la premisa que la Constitución asume es que la Universidad para cumplir 
su misión histórica requiere de autonomía y  ésta se manifiesta básicamente 
en ima Bbertad de auto ■ organización - 'darse sus directivas' -  y  de auto- 
reguicsoon -  regirse por sus propios estatutos' Ambas prerrogativas 
ktsytuóonales deben desarrollarse dentro de las coordenadas ^ncrales  

P°^ **y- última se hace cargo de h s aspectos de interés
general inherentes a la ^u c a d ó n  -  particularmente de hs relativos a h  
rxrgeryjo de unas condiciones mfnimas de calidad en su prestación y  de hs  

de su carácter de servich público, así como de h s  limitachnes que 
procíden de h  coexistencia de otros derechos fundamentales (C P  articuh  
6 / i pero siempre respetando h  intangibilidad d e h  autonomía universitaria, 
la ^ r e s u l t a  indispensable garantizar a fin de que h  universidad realice 
cabalmente su misión'.

En  sinusts, conforme lo ha señalado la jurisprudencia, el aspecto positivo de la autonomía

univeisilana está determinado por el campo de acción de las universidades, el cual se manifiesu 

en se» facultades a saber i) darse sus prop«>s estatutos, ii) fijar las pautas para el

_ , ^  desrgnacion de sus profesores, autoridades académicas y  administrativas, m)

. ^  alumnos, iv) señalar sus programas académicos formativos, docentes, científicos

y culturales y c^ie n ^ a n  su activKlad académ<a, as. com o los planes de estudo conforme a bs
parámetros mmimos señalados en la ley, v ) asumir la elaboración, aprobación y manejo de su

pnsupuesto . y  vOadmm»trar sus propos bw ies y recursos."

lo s  l a n t t M ^  I Constitucional ha desarrollado unas subreglas constitucionales sobre

tte U  a.rton<»n.d universrtn,^, o  te que se ha d e nom oaA ^
ncgatrvai
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DestacA la C orte  que su carácter, com o el de todos los principios y derechos constitucionales 

no es absoluto y  por tanto tiene limites precisos cuando entra en colisión con otros pnncipios 

y  derechos de rango constitucional En este sentido la Corte Constitucional en sentencia T-6 4 6  

de 2011 reitero que las entidades educativas tienen la facultad de establecer aertos requisitos, 

políticas y  pautas con d  ob)etivo de buscar la calidad y  excelencia en d  desempeño estudiantil, 

pero que, asi mismo, dicha expresión de la autonomía debe entenderse dentro de las reglas 

mínimas establecidas en la ley y la Constitución, por b  que conduye que 'n o  puede enteixierse 

co m o un derecho autónom o y  absoluto, pues encuentra sus límites en d  orden público, d  interés 

general y  d  bien com ún ■

La C orte  ConstitucKmal ha insistido en que asi com o d  legislador en d  ejercicio de sus furxaones 

no puede dictar leyes que contradigan la Constitución, quienes tienen autonomía para dictar 

sus propios reglamentos o  estatutos, com o las Universidades, deben desarrollar esta función 

acatando y  aterxiendo las normas de superior jerarquía.

Asi. esta aha Corte  ha destacado que la autonomía uníversitflna es un pnncipio constitucional que 

com porte dos características estructurales ser limitado y c o m p l^ .  Por un lado, explica la Corte 

Corwtiuicional, que es limitado al ser una garantía para un adecuado funcionamiento institucional 

compatible con derechos y  garantías de otras instituciones que persiguen fines sociales Y  es 

complejo, al ser estructurado co m o un principio que, com o tal, invobcra otros derechos^ de

personas, tales como la educación, la libertad de cátedra, la partiapaciorL que deben ser tenidos en

cuenta y  respetados en el desanoflo de las actividades universitarias y, muchas veces ponderado 

cuando entra en colisión con aquellos

D e acuerdo con esta concreción interpretativa d d  principio consutuaonal de la autonomía 
u rw m ita rM , la misma Corte  Cortstitucionaf en las Sentencias T-310 de 1999 y  C  1435 de 2000, 

determ ino que b s  limites a e s u  se encuentran definidos en la propia Consütucion asi: i) la 

fácuhad que el articu b  67 le otorga a las autoodades del Estado para regulary ejercer la suprema 

aispección y  vigiancia de la educacbrt y  para ^Ta m iza r el adecuado cubrm iento del servicio; es 

decir, b ensefwiza esta som etba a la inspeccioo y vigitaiKia del Presiderne de la República (A rts

RepubSa de 0 *311* *  Corte Conítmjcionat So«naa T-551 de 20n
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6 7 y  189-21 de la CP) 5) la cx)mpetetxia que el articulo 69 le atribuye al legislador para expedir las 

dsposoones generales con arreglo a las cuales las universidades fxieden darse sus direaivas y 

regirse por sus propios estatutos, lo cual se traduce en que la prestación del servicio público de la 

educabón exige el cumpfimiento estricto de la ley (A r t  150-23 de la C P).

ftir ende, la amonomía uimersnaria no excluye la acción legislativa, co m o quiera que esta 'n o  

sgnrfica que haya despojado al legislador del ejercicio de regulación que le corresponde*“  iiO el 

amplKi margen de configuraaón política que el articulo 150-23 de la CP  le reconoce al Congreso 

para expedir las leyes que regirán la firestación efectiva de los servíaos públicos, entre los que 

se cuenta el de educackxL y, finalmente, iv) el respeto p or el ejercicio legítimo de b s  derechos 

furxiamentale^ derivado de la obligación que el articub 2 de la Carta le im pone a las autoridades 

de la RepúUca para garantizar y  propender por la efectividad de todos b s  derechos audadanos, 

en consecuerKia d  respeto p or b s  derechos fundamentales tam bién limita la autonomía 

unmrnKana. asi por ejem pb, y  com o estudiaremos en lo que sigue, los derechos laborales’ ', d  

derecho a b  educaoón", d  debido proceso'', b  igualdad’*, limitan d  ejercicb de este pnnapio.

Sobie este aspecto negativo ddp rm d pio  constitucional de bautonomüi universitaria, es necesario 

destacar b  señalado por b  Corte Constitucional en b  Sentencia T -180 de 1996, frente a bs  bmites 

de \a autonomía univtnitaria.

Las univtnidades públicas y  privadas gozan, por virtud de lo dispuesto en 
el ortKulo 69 de la Constitución Política, de un ámbito de libertad dentro 
del cual pueden adoptar de manera autónoma las decisiones que afecten el 
desarrxsUo de su función docente e investigativa. Esta garantía institucional 
surge como desarrollo natural y  necesario de un Estado fundado en el 
wtor de la libertad y  en los prmdpios del pluralismo y  la participación. La 
finalidad de la autonomía universitaria es la de evitar que el Estado, a través 
de sus d i s t i i ^  poderes, intervenga de manera ilegitima en el proceso de 

tn o ó ó n  y  difusión del conocimiento. Con eUo se asegura un espacio de plena 
.íü fS a S íp io m  el que el saber y la investigación deritifica se ponen al servicio

22 8qxibfcadeColotT*ia.GxteCcin«ituoonitS*nteraiC-«8de 1996 
a  Repubka de GitomU*. Corle ConeituoonitSernsnaaC-06 de 1996.

?^''^^*^^°^°''*®-^®ttcConttrtuoonilSertcrxjeT-425det993 
^  S ? Ü “ í ? ¡ * ] í * ? ™ ^ ^ ° ’*“ “ °’*'*5enttnoaiT-«92de1992T-649deW 6yT^S0de20« 
¿6 '<epuoka de C o io rn ^  Corle ConstrtuoonelSe«er«aT-384 de 1995
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del pluralismo y  no de visiones dogmáticas impuestas por el poder publico, 
que coartarían la plena realización intelectual del ser humano e impedirían 
h  formación de una opinión pública critka que proyecte el conocimiento en 
el proceso de evolución social, económica y  cuHuraL'

Sel embargo, de acuerdo con la misma Corte Constitucional, en Sctenoa C-337 de 2 0 04  al ser 

esta dimensión negativa o  de limites del pnnopio constitucional de la autonomía universitaria 

de  carácter excepaonal, la ley no puede extender sus regulaaones a materias relativas a la 

Organización académica o  administrativa de los centros de educación superior, com o seria por 

qem plo, en los aspectos relacionados con el manejo docente (selección y  clasificación de sus 

profesores), admisión del personal docente, programas de enseñanza labores formativas y 

cientrficas, designación de sus autoridades administrativas, manejo de sus recursos, selección 

y  adm isión de alumnos, e tc , pues incurriría en un desbordamiento de sus atribuciones 

constitucionales y  en una intromisión en la esfera propia del ámbito univeisitano, que atentaría 

corrtra e) principio constitucional de la autonomía universitarxi.

3.2. Cualquier limitación de la autonomía universitaria es de reserva 

legal

En este m ism o sentido, y en armonía a la dimensión positiva y  negativa de este principio 

constitucional, es im portante destacar que la Corte  Constitucional ha recalcado que las 

limitacioncs al principio constitucional de la autonomía universitaria tienen un carácter 

excepcional, y  por tal razón, cualquier disposición tendiente a su limitación debe tener origen
legal lo cual se traduce en que cualquier lirnitaoon al pnncip» de b  flutooorrxd univmrMrM es de 

reserva legal y tiene que ser adoptada por d  Organo democratKO.

En este sentido U  C o rte  Constitucxanal, en Setencia C -aS 2  de 2005, ha recalcado que la 

distnbucion general de competencias, la dim ens«in  genérica de la función de regulador^ 

entendida n o  co m o  m o d a W a d  de intervención administrativa, sino cony> la fu n d ó n  de
expedKKXi de rxxmas imperaovas de car acter gerxrral y  abstracu^ corresponde al Congreso de 

U R ep u b h d ^p o rm e d io d e le ye isc nv x tu d d eb cla u s u b g e ne ra ld eco m p e te n c-q u e ti^

desarrollo d e b C o n s tm ic io a C C P A r^M y lS O lD e s U K a rx lo  que enaterKiónalodnpuestó
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numerales 21 y  22 d d  articulo 189, la función de inspección y  vigilancia de los servicios públicos en
generd y de la educación en paiticular, corresponde al Presidente de la República

En consecuencia, la jurisprudencia constitucional ha subrayado que en general, el desarrollo de 

los postulados constitucionales en materia educativa corresponde al legislador, al paso que la 

inspección y  v ig ia x ia  de la enseñanza se ejerce por el presidente de la República "conforme a la 

le y '(C PA rt189nú m ,21).

Para fifar la anterior regla jurisprudencial de reserva legal en materia de limitaciones a la autononva 

tuñtrsitona, la Corte  Gsnstitucional ha definido que "la com petenaa para la 'regulaaon' de las 

actividades que constituyen servicios públicos se concede por la Constitución a la ley, a la cual se 

confia la misión de formular las normas básicas en materias específicas.'

Estas areas son particularmente las relativas a; la naturaleza, extensión y  cobertura d d  servKio, su 

carácter de esencial o  no, los sujetos encargados de su prestación, las condiacines para asegurar 

la regulandad permanencia, constancia, calidad y  eficiencia en su prestación, las rdaciones con 

los usuarios, en lo que atañe a sus deberes^, derechos, al régimen de su protección y  sus formas 

de participaaon en la gestión y  fiscalización de las empresas que presten el servicio, el régimen 

tarifario, y  la manera com o d  Estado ejerce el control, la inspección y  la vigilanaa para asegur ar 

su prestación eficiente (A rt  1 ,2,56,15 0-2 Í 365,367,368* 369 y  370 Constitución Rditica)' (Corte 

Constitucxxial, Sentencia -263 de 1996)

Asi mismo, la Corte, Sentencia C-675  de 2005, ha destacado qu e  en materia educativa, la

Constitución Pslrtica dispone en d  articulo 68: que ronesponde a la ley establecer las condioones 

en las cuales los partKulares podrán crear y gestxxiar establecimientos educativos, y  en d  articulo 

69 que se garantiza la üutonoma íi/wers/túna, y  que las universidades podrán darse uis directivas

y regrse por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley

Por otra parte, tal com o se puso de presente p or la C o rte  en la Sentencia C-675  de 2005, d  

ejercido de la potestad reglamentana rec^jieie la existencia previa de un contenido o  una materia 

legal que pueda ser reglamentada.

i
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En i i  Sentencia C -7 3 4  de 2003-”  U  C o rte  preciso que ‘ si bien no putóe exiprse ai Legisiador. sea 

este ordinario o cctjooedmano, ijue reguie en detaMe ios mátenos que de acuerdo con su conqjetaroa 

ie oomspondú reglar —en razón de las conssdaocxxres de arden jo c tx a y  táaeco a w m tr  en o e s e e* -,

este no puede d t ^  de sentar tolos parámeovs gerrerates qtse orrem n h  actuaoon de la adrrmKracson‘

>^iego t i  Corte que ‘ unelesiterco esenctalparaquesepuedaiftrarla ^ a a ^ a d ie ^ o n e ra m e s lB d e  

h p r e o s tr rK ia deiorcoiru n d omaanallegislatnoqueatyadebaseparaeéeqeeodedeíícirapiiijestad', 

y puso de presente que sobre el partxiJar ha señaiado fa Corporación lo s^uenee

•Ej  pasiile que la rama bgofcitña con la udbacjón de un k rr g u q / e a m ^  
recoetoica a la autoridad ntlm m urrartw competente un margen a^rexnee 
para é  des/rroBo especifico de algunos de los supuestos defirtdos bt ley 
con d  proposito de concretar la op ko a o n  de dertos preceptos legales a
ácunstanoas dnersas y  cambiarrtes. Eso es propro de un Estado regdadae

Sin m ibargo, en esos eventos la acción de la adm inatracxn y  é  a o n p trn a m  
de las palmeas pubBcas que anrman la ley y  kts regulaoones admoraoatnas 
que las matenalUan dependen de que h s daposioones k g a ^  ^ableecan  
h e r io s  inteligibles, chaos y  onentadorts dentro de hs c u ^ h a ^ a c t u , ^
a d n ú n m rc K k m d e ta lfo rr ju tq u e s e p fts e rv e n h s p n rK r p r o s b ^ d e rw n ^

soaal y  democrático de derecfio‘ '‘  (Corte Constituaonal Sentencia C  X S  de 

2002).

_ _  -  , , .  niintr^s y fnau otteU niapo tw :jfi<a

iC * «n d o c o n io k v 'la ^ '«* '» ‘* ^ ^  . ^ , ^ u „ , 4chaidJH>o»oonr»«iint»iyo un»

C -J08/0iM i>A K t»doB rtin»iS «riaA V M ig««r* lo iM jn«i Le p a »

C313/03MÍ>A*niroX.furGat»» _____ ^  oottuUdo. de U d o r t r "

E n e M T C O n te n o .n w «r»d q m o o d e U f u n o o n le ^ ^  f iO -lO n íC P V  » « K - n n - l o
(A r t » J o  IM  C P)»  n i a m « u ^
i l « U W e e » r « * r i t o < t e r K x m i > o 6 l B » t o r i i » ^ ^ ^ ^ ^ ^ _ ^

« « p o r  > « *
p n o n d * tp u = s d c h h in o o n ^ d riw

29 —  ------------- ------



D e m e w *  más generit U  C o n r  Consotuoonal en la Sentendi C-530 de 2003*. h i* e  señdbdo 

en v n u d d e h d M o u lig e n e ra l de competencia que la Consbtuoón radka encllegisladce *<n 

p r e n p o  ! ■  iq j t e  a bs auries se jujeta la sociedad ton expedidas por e< C o rg rn c i i ' 'w r e w  que 

dP >c»dente ejerce «1 potestad leglamemana para asegurar la debela eiecucion de b a 'vxc» < 7  

ir l iD jo W 9 o td .T t l'/ ^ re g a n d o  que, ese neparto geno al de competencias > vn »s a »«»«r* e e  a  es 

y  el n^hwnem o responde a entxxtanteifinaleUdexaqiecio sobre el cual expiOax

*A% la srmawia C710 da JOOI uidKd sm  sskucSw a  ds
otmndt al JeíatnjUo lUI pmufkid* dMsaXi de t V
^ue al dtfoíha  ademas i¿  ser te»r denH^rqiSsW W tv
f ,d ,  j  )r f in  t a ly ra iu d a d d J»le i> «l»> ♦«» q>tt>eWd
dárm rrKaodeeJutM e.um delHsIliHui t m H i S t q w ^  ia¡tWWi*>ttiVtiytffr
d*»riw «<M »un»U w deiiflj»M )sdiH ilM iiiie«W ijtts«s^*v#**>^V AvYiM it/
doeprtivifita */ptSb<pMpfet»if»tt4iia< jM j^ iW  i A-^iñáimlkiflr'

Canforrm a  ht hM u ím  ̂ ti ii<t n,^ii«M Hr» et átt*l>~*’bttislri pt* te
CtmtiHm UH  rf m im  m iiiw M^W mdlH id HiiW ted  te «Wrtn/K'flflrrf
fas otfim im m t lU  » « r* «d  e ter s7«Mn^i-r irtvM H hfrt rtm y r>Tir>v i'nsirtw 
f i ia id lK  *• fitit ► «^ (t re  rt te rtetmite gtti»m ) ifr m rifsrfñitli^
•» írsrm ><• Hi»t <t>is ni
It g lt íu li»  tt m it  I  nntUiMtlmvtl tesitntrtet r s i t  tfr ? ( W  V r ' TtO  rff
M o n

t n  partxiiUf » i i  .* »! Im  ífi4>(»n. f.i-ipirn He Is ley V el ttf'.MTientn se soYitó en esa

Sentó» et que > ••««•etr* í  t« jie«P*i)He* .••(»-.-nsrtHiirloriísl "te e>ierssidn del campo para ejercer te 

potesiad regtemoitar* nr, S ira r*  He m anoa e ili^tíva y taprlebr»* el P ieu doiie  de te RepubKca, 

w io q u e  te rW rrtt.».*  (Sf.ir^irevs flete PrpirKIra » !(&  tar te ley psiet anviyoi ptecilitSny detaV 

te re»ti«m*a et V -áem  dH  regiamoen y a mayor generaW-v) y  (a lij de «to s , aumeniaiá

te poasttari f iT d » ’ <*nt»r w- (Corte tt in ttlfijíio riji Sentencias C  SOÜ de 2002) Puntuafeó te Corte

q m  • *  «rráiergn In ty *  nn puede H  Legiátedor et at/fciilr integtafínente te legtementaoiin de te 

m e te re d G rá ie rn o  p tie se lC o rye to te w ta riid e sp rendlT t iJocteuruitom peteixiacjueteCarta

te ha M r4 »ad o ' F rpretb a m e  regjerm  q u r

( leste Trtnmalha stMotIo que tidrtanolo dt te potntad rtgkumntaha 
_________P°' Gobtemo nl/r qur la ky haya configurado prt demtmr una

»  StáenernDpm siídriW idr jameáreeQRrTeo»
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rtguhción básica o materialidad legislativa, a partir de la cual, el Cobiemo 
puede ejercer la función de reglamentar la ley con miras a su debida 
aplicación, que es de naturaleia administrativa, y  está entonces sujeta a la 
ley. Y  es que si el Legislador no define esa materialidad legislativa, estaría 
delegando en el Gobierno lo que la Constitución ha querido que no sea 
materia de reglamento sino de ley. El 'requisito fundamental que supone 
la potestad reglamentaria', ha dicho esta Corte, es 'la existencia previa de 
un contenido o materia legal por reglamentar' Porellono puede admitirse 
que en este caso se trate del ejercicio de la potestad reglamentaria. (Corte 
Constitucional. Sentencias C-290 de 1997).

En coosccuencu^ es daro entonces que en razónde la cláusula general de competencia legisiatjv^ 

y  más aún cuando existen específicas reservas de ley en una materia, no es posible que el 

legoiador, por fuera de las condiciones que excepcionalmente le permiten confenr facultades 

extraordinarias al Presidente de la República para expedir normas con fuerza de ley, traslade al 

Gobierno la facultad de regulación sobre determinada materia.

Giando ello ocurre, porque se defiere al reglamento la regulación de una materia sm que la propia 

ley fie los parámetros mínimos que permitan el ejercicio de la potestad reglamentaria, habna una

'desle^lizacxin ' contraria a la Consütuciói% debido a que, contenidos que de acuerdo con esu  

son propios de la ley, serian adoptados por el Gobierrx^ formalmente en ^ r o c io  de su potestad 

reglamentarla, pero en realidad, en desarrollo de una facultad de regulación que le habría sido 

conferida por la ley para desarrollar de manera autónoma y con unos inexistentes o  muy tenues 

referentes legislativos, una materia cuya regulaciort de acuenlo con la Gmstituoori, debe hacerse

en la propia ley, sin perjuicio del ambrto propio del reglamento.

En este orden de ideas, la jurisprudencia del máximo Tribunal Constituoonal concluye que el 

derecho a la educadoic está sometido a una reserva general de ley, que se mamfirsta en U  clausula 

general de competencia legslativa de que está revestido el Congreso de la RepoWica para el 

desarrolfo de la Coristmiciónrnedianteleyeiíyalas especificas reservas contenidas en los artículos 

6 8 ,6 9 y  189 numeral 21 de la Constituaón.

Ifor consiguiente, en esta matera, la rernaon a la potestad regtarnentana solo es válida a la luz 
de b  O x « m i c » n ,  SI U rnisnvi se «cribe en el rTMTCO de fo que se ha denorrWnado un rnawTK. de
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m ateruklad legislativa, svi que sea posible trasladar al gobierno tas competencias de regulación 

que conforme a la Constitución, corresponden al legislador (C orte  Constitucional Sentencia 

C-220de1997)

3 3. Dimensiones de la autonomía universitaria

El desarrollo legal plasmado en los artículos 37 y 57 de la Ley 30 de 1992, conceptualizó la 

autonomía umversitana desde tres dimensiones, a saber académica, administrativa financiera 

y presupuestal A  p a rtr de estas tres dimensiones legales, la Corte  Consütucional ha precisado 

desde el mtcio de sus labores, que la autonom ía universitaria se concreta entonces en la 

libertad académica, administrativa y  económica de las instituciones de educación superior” 

Estableció que en ejercicio de esta, las universidades üenen derecho a establecer sus estatutos, 

designar sus autoridades académicas y  administrativas, organizar sus programas académicos, 

asi co m o sus labores formativas, académicas, docentes, científicas y  culturales, otorgar los 

títulos correspondientes, seleccionar a sus profesores, admitir a sus alumnos, adoptar sus 

correspondientes regvnenes y  establecer; arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de 

su misioo soaal y de su furKÓn institucional' (Corte Constitucional, Sentencia C-547 de 1994)

Desde la dimensión admnrstrativa, la autonomía de las universidades se traduce en la posibilidad 

de Organización y elección de directivas, del personal docente y administrativo, para lo cual 

cuentan con la potestad para adoptar sus propios regímenes de carrera admimstiativa y docente; 

de contratación y control fiscal

La jurisprudencia de la Corte  Constitucional ha precisado el contenido de la autonomía 

umversitana en su dimensión administrativa desde las siguientes stibreglas 0 F̂ 3r su naturaleza y 

funciones las Universidades publicas no integran ninguna de las ramas del poder publico, por lo 

tanto, rx> admiten ser categorizadas com o urxi de elo s mucho menos com o establecimientos 

púbkcosi pues e lo  implicaría someterlas a la tutela e mjerencia riel poder ejecutivo, del cual 

quiso de manera expresa preservarlas el Constituyente (Corte Constitucional Sentencia C-220 

de 1998), iO En materia ccxitractuaL no quedaron cobradas por tas normas de la Ley 80/93, que

31 Reoerxemcncr U Corle GwjtucjoruI ha rabficadoUiieiisjruclerH. II tobar d  pwtxubr Leaoc Sentencia 
T4>a6/M
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regula todo b  atrneme a b s  contratos de las entidades estatales, porque de conformidad con 

el articub 16 de la Ley 30 de 1992, las universidades estatales u oficiales son entes universitarios 

autorxxnos, con régimen especial, según b  señala el articub 69 Constitucional que al garantizar 

la 'autonomía univrrsitaria'. autoriza a las universidades para darse sus directivas y  regirse por 

sus propios estatutos de acuerdo con la ley; ademas de otorgar facultades al legislador para 

establecer un ‘ régimen especial' aplicable a las universidades del Estado (Corte ConstituoonaL 

SemerKias T -109/94, T-299/94, T -3X )/96 ,T-T-192/97); iii) Para garantizar la libertad de cátedra y  

de Inveaigación (Corte  Constitucional, Sentencia C-195 de 1994), es necesario que sean ‘ los mismos 

centros de educación superior los que decidan sobre h  relacionado con su persono/, con el f h  de evitar 

inferencias externas que podrían hacer mella en la libertad académica que debe prevalecer en las 

universidades'' (C orle  Constitucional, Sentencia C-368, C-475, C-506 y  C-746 de 1999, C-560  de 

20(X)>; iv ) La ndusion de miembros d d  gobiemo naaonal en el máximo organismo de gobieiTKi 

Universitario per se no vulnera el prm apio de la autonomía universitaria, advirtiendo que dicha 

participación no puede ocxtstjtuirse en un mecanismo a través del cual el Estado ejerza el control 

absobto sobre b s  entes umvcrsrtarios, concbyendo que la participación de los funcionanos d d  

gobierno rx) debe tener por objeto imporier la política de este en el desarrolb de la educaoórt 

sino coordinar las políticas nacionales o territoriales con las que fije d  órgano de direcebn 

universitario, a fin de que esta se integre al sistema general (Corte Constitucional, Sentencia 

C-109-1994, C -589  de 1997), v ) La ratrfkaoón de las reformas estatutarias de las instituciones de
educación superior por parte ddM inaterio de Educación no significa posibilidad de coadrninistracion

o de sustitución del poder de decisión propto de la institución uimersitaria, sea esta originada en la 

voluntad d d  propio Estado o de los particulares ,v 0  En materia discipenana la facultades normativas 

se encuentran limitadas, en cuanto que el régimen tüsapUnano debe ser coherente con d  Código 
CksópImanoÚnicai, de tal suerte que arribos sean efectivos en su aplicación y  posibiliten diogro de los 

propósitos institucionales (Corte ConstitucxxuL SenterKia C -829-2002)

Desde d  punto de vista financiero y  presupuestal, la autonomía universitaria se traduce en la 

posibilidad las Umversidades de daborar y  m angar su presupuesto de acuerdo con las funciones 

que te corresporben, y que les p e rm iu  arbitrar y aplicar sus recursos para d  curnpSmiento de su 

misión social y de su función institucionaL

32 U C o rieC o r«itu cer,»lm v!r«tno aC d08de20m deo dodedararhm r»titu c».i^
<W artícute 103 cte U ley 30 de 1992. m te iderm» a b  potestad o u  dxpajooo tígd te
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Las  subreglas constrtuoonalcs fi)adas por la C orte  Constituoonal en materia de la autonomía 

presupuesta) y  financiera pueden ser resumidas asi í) Las universidades tienen la facultad de 

distnbuir sus recursos según sus necesidades y  pnondades, las cuales son definidas de manera 

autónom a por dichos entes sin intervención alguna por parte de la autoridad publica o del 

sector pnvado (Corte Constituciona!, Sentencia C-547 de 1994) La Ley 30 de 1992 reconooo 

tal facultad cuando señalo que las universidades estatales u oficiales deben organi2arse com o 

entes universitanos autónomos, con régimen especial y  vinculados al Ministerio de Educación 

Niaoonal pero sote en cuarrto se refiere a las poirticasy la planeacion del sector educativo, y  dentro 

de sus caracterisiicas están las de tener personería jurídica, autonomía académica, administrativa 

y financiera, patrimonio independiente y  atribución para elaborar y  manejar su presupuesto de 

acuerdo con las funciones que les corresponden (A r t  57), ü) La qecución del presupuesto por 

parte de tes orgarx» constituoonaies a los que se reconoce autonomía presupuestal supone 

la posibflidad de disponer, en forma independiente, de los recursos aprobados en la Ley de 

Presupuesto*”  (Corte Constrtuaonal, Sentencia C-192 del 15 de abril de 1997), fiD Imponer a 

Us universidades publicas no  pueden ser sometidas a concertar y  acordar con el Gobierno los 

cntenos y d  procedimiento de una redistribución de un porcemaje d d  total de las transferencias, 

en cuanto que esto sería someterlas a una especie de control presupuestal estricto por parte d d

33 (M P Alq*ndro M vim c/ CAbAleio) En evi oportumcUd U Corte estudio U comutucionAkUd de 
un aruculo dd Decreto 1t1 de t996 (Esututo Organ^o del Prevjpucsto) según d  cual se facultaba a) 
Gobierno Natxntai para reducir o apU/artouiúparcalnierneLtsapro(«icones presupuéstales en ciertos 
eventos La Sala PWu confiero que 'H  Gobierno, con el M  de poder cumpbr tu ropomabibdades 
focales gtobalcviob tiene necesirlad de eitableccr reducciones o aplararrKntosgerteraies en las dntmtas 
ertutades autónoma^ pero no e<»te fNngur\a raaon para que d  Eiccutivo estable¿ca específicamente 
cuales partidas deben ser reducidas o ap4a/adav m que consagre tramites particulares que puedan 
afectar la autonomuadmmstrativa de tales entidades Esta deciuon debe entonces ser lomada por las 
respecot«s entidades auionomav conforme a la valoracnri que bagan de sus popias pnondades. Adrrvtv 
que d  Gobrerrx} pueda reducir o aplazar par wUs especificas de las otras ramas dd poder y de los otros 
Organos autónomos dd Estado, o pueda tener tn^erenaa en la adnrNnisiraoon de sus recursos, impka 
emoTKes un sacnficio etncccsaro y desproporcionado de la autonornu de esas entidades estatales, en 
rxxnbre de la búsqueda de la cstabífcdad macfoeconomici y de li sanriad de las finanzas pubfccai, por lo

pero en d  enterxlrio de que d  Gob«rno debe kmrtarse a señalar las reducciones globales necesarias «n 
las entidades estaiaies autónomas pero no puede entrar a detemvtar las partidas especificas que deben 
ser afectadas en las otras ramas dd poder, mentas otros orynos autónomos, m afectar U gesto i propia 
de esos recurso  ̂ya que tal dectfion es propu de U autonomía de ̂ t o  de esas entidades'

I
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G obierno que n o  puede ser apKcado a las universidades estatales^ en razón de que por sus 

singulares objetivos y  funciones ello implicaría vulnerar su autonom ía' (C orte  Constitucional, 

sentencia C -0S 3  de 1998), Iv) La concurrenaa de la Nación y  las universidades esutales en el 

sanea/memo de su pasivo pensional, no violaba per se la Constituaón, siempre y  cuando esu  

ooncurreixia rxj afecte el proceso educativo y  la autonomía de las Universidades para definir y
levar a cabo los programas y  proyectos a desarrollar, ni el derecho de las personas a acceder a una

educación publica superior de caBdad"

En lo que sigue, se estudia la perspectiva de la autonomía académica por ser la quq, mayor interés

puede ofrecer desde el punto de vista interpretativo para el cumplimiento del objetivo de esta 

ínvestjgBCKjiv Debe tenerse en cuenta que la jurisprudencia sobre el particular es el resultado de

la lesoluóón de continuas colisiones de este principio con otros principios de rango constitucional.

a>nB»nxxxulie<xupode^ud»Udow^

tas u n « r » d a d «  b
d e 2 0 a t p r x t a a i J « « p d o d P t a n N ^ « ^ D » ^ ^

ÍOOSeornKteóquetaooncuinmcuop«M3 pcneorul prevHU e n  dicha rfcp o sirio n , v o U »  per le ta C o n m u a ó i v
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SECRCTARIA OE EDUCACION D EL DISTRITO

4  DIMENSION ACADEMICA 
OE LA AUTONOMÍA 
UNIVERSITARIA

C o m o  ya se advirtió, la dimensión académica de la autonomía universitaria se materializa en las 

facultades que tienen las universidades de organizar y  desarrollar sus pirogramas académicos, 

definir y oi]gamzar sus labores formativas, académicas, docentes, científicas y  culturales, otorgar 

b $  títulos correspondientes y  admitir a sus alumnos.*

En este sentido, la Corte  Constitucional se ha encargado de desarrollar estos aspectos de la 

autorxxma académica en su gran mayoría en procesos de acción de tu td ^  en los que estudiante^ 

miembros de la comunidad académica, aspirantes a cupos universitarios y  en general ciudadanos 

que alegan vulneración de algún derecho fundamental, acuden a dicha acción. En los rmsmo^ 

los jueces han tenido que entrar a estudiar y  resolver las tensiones que genera la aplicación del

pnnapio constitucional de la autorxirrua unrversitana con otros pnrKipios de rango constitucional

tales como, el libre acceso a la educación superior e igualdad para su ingreso, el derecho a la cafidad

en la educación, el debido proceso, el derecho a la educación, el derecho al trabajo, y la libertad de

escoger profesión y  oficio, especialmente

En este p in to  se analizan las bneas junsprudenoaJes que ha desarrollado la Corte Constitucional
sobre la dimensión académica de la autonomut en aspectos tales como, la potestad reglamentaria

de las universidades en el aspecto académico, U  admisión de estudiantes, la calidad de la 

educación, el debido proceso estudiantil en procesos disciplinarios, los requisitos para obtener 

los m ulos profesionales, y  la consWucionalidad de la exigencia de presentación de exámenes 

preparatorios

36 LíyMde1992Ar6a*i28
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4.1. Potestad reglamentaria

D e acuerdo con la junsprudenda de la Corte  Constitucionat las instituciones de educacKjn 

superior en v r tu d  de su autonomía, pueden estipular, con carácter obligatono piara quienes 

hacen piarte de la comunidad universitana (directivos^ docentes y  estudiantes), un régimen m em o, 

que normalmente adopita el nom bre de reglamento (C o rte  Constitucional, Sentencia T-634 

de 2003í T-180A de 2010 y  T-551 de 2011). En el mismo deben estar pxevistas las dispxxiciones 

que, dentro del respiectivo establecimiento, serán aplicables a las distintas situaciones que 

surjan por  causa o  con ocasión de su actividad, tanto en el cam po administrativo com o en el 

discipilinano Razones de justicia y  de seguridad hacen menester que en el correspiondiente 

reglamento se halen contempladas con entera nitidez las reglas de conducta que deben observar 

admnstradotest alumnos y  pxofesores en el desenvolvimiento cotidiano de la vida universitaria 

(Corte ConstitucionaL Semencias T-4 9 2  de 1992y  T-2S7 de 1995).

Este precepxo de autonomía incluido en el articulo 69 de la Constitución F^alítica ha sido entendido 

por la jurispxudencia com o' 'la  capacidad de autodeterminación otorgada a las instituciones de 

educación superior para cumplir con la misión y  objetivos que les son propios * (Corte Coosutucional, 

Sentencias T-650 de 2010 y  T-310 de 1999), es decir, com o 'una garantía que permttc a los entes 
de educación superior darse su propia normatívidacl, estructura y  concepción ideológica, con el fin de 

lograr un desarrolo autónoma e independiente de la comunidad educativa, sbi la iqerencia del poder 

podtíco'ICone  C orw itu o onal Semencia T-513 de 1997).

En esta defíraoon se destacan las dos 'vertientes* que integran la figura en estudio, 'ídJe un lado, 
la dtrtcoánideolóffca del centro educativo, lo cual determina su particularidad y  su especial condición 

filosófica en la sodeilod phraista y  peutíopatíva. Para eBo la universidad cuenta con la potestad de 

teñalar los planes de estado y  kamitodos y  sistemas de investigación. Y, de otro lado, la potestad para
flotarse de su propra organaación víteme^ lo cual se concreta en las normas de fundonam em o y  de 

gestión adimnstratrva, en el sistema de elaborooóny aprobación ríe su presupuesto, la admmistraoon 

de sus hene\ (a sHiraony/onnodón de sus docentes'(Corte Consütuoonai T-886 de 2009)

En to do caso, la Corte  Constitucional ha establecido que el derecho de las instituciones 

unrvcrsitanas a adoptar su reglamento, al igual que todas las garantías constitucionales, no
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puede ser considerado co m o absoluto En efecto, *e) derecho constitucional fundamental de la 

educación puede - y  d e b e - ser regulado (por las irwtituciones de educación supenorl pero no 

desnaturalizado' (O ír te  Om stitucional Sentencia T-612 de 1992). En consecuencia, y  siguiendo al 

aho Tribunal ConstituaonaJ el abuso de la facultad reglamentarH y  de la autoiximia universitaria 

en su dimensión académica, se pnxiuce cuando los requisitos o disposiaones reglaméntanos, 

anaizados a la kiz de una situación particular y  concreta, antes que buscar vtabilizar u optimizar el 

derecho, apuntan a impedir u obstruir su legitimo qeracio haaendolo d d  todo negatorio (O írte  

Omstitucional, Sentencia T-254 de 2007)

De acuerdo con la Corte Constitucional, en este evento, d  juez debe entrar a ponderar la colisión 

que se presenta entre d  derecho constítuaonal a la educación y  el derecho a la autonomía de 

los centros educativos, materializado en las obligaaones previstas en el reglamento estudiantil 

y  las consecuencias que se derivan de su incumplimiento. En tal evento, cuando estos dos 

derechos entran en conflicto y  es posible su armonizaaón, d  juez debe proceder a realizar un 

juio o de porxleraoon a favor del derecho a la educación si la consecuencia d d  conflicto es su 

desconocimiemo y  negación (C orte  Constitucional Sentencia T-083 de 2009) En este sentido 

es de recalcar co m o d  propósito de la ponderación ha llegado al punto de jerarquizar d  prinopio 

a la educación sobre la potestad reglamentaria de la dimensión académica de las universidades, 

en cuanto que según d  aho Tribunal, d  objetivo no puede ser excluir o  diminar d  derecho a la 

autonomía, smo establecer una prelacion a favor d d  derecho a la educación en aras de impedir

que sea suspendido o  negado indefinidamente*'

Para la Corte Constitucional, por ser d  derecho a U  educación de carácter importante y en d  caso 

de los menores tener rango de fu n d am c nu l’ , es claro que la inobservancia de las obligaciones

académicas, daoplinanas o  administrativas previstas en d  reglamento, si bien pueden conducir

37 'E l p r o p o v .o d e U p o n d e r a o c x i n o a e ^ l u r o r l -m w d d ^ a l a a u u i n ,^ ^
derecho .  U rducaoon m  ar» de rnpedv que « a

38 A ^ Í! l* ta i! |L ,ta n a a < ^ * h C £ « « m ic « n  Política le ororp a U e d ^

de2005)
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a la «npcKioón de las sanoones allí previstas, en ningún caso puede conllevar b  afectación de su 

nudeo esenaaL Es dear, esta prevista b  no vulneración del 'ám bito  intangible del derecho cuyo 

respeto se im pone a las autoridades y  a los parbculares'”  por tanto, cuando el derecho 'queda 

sometido a limitaciones que lo hacen impracticable, dificultan irrazonablemente su ejercicio o lo 

privan de protección' se entiende que está siendo desconocido. (Corte Constitucional, SenterKia 

C -489de199S)

Esto tiene un impacto en lo referente a b  mterpretación que hacen las universidades de su propio 

reglamento Por b  que b  junsprudencb ha explicado que cuando dicha facultad acontece, puede 

darse b  situación de tomarse mconstitudonal frente a unas circunstancias concretas Razón por 

b  cual b  Corte preciso.

'Sin embargo, considera la Sala que el hecho de que dichas actuaciones se 
hayan ceñido al mencionado recámenlo de la universidad, no son garanua 
de que se hubiere respetado el derecho a la educación de la accionante, pues 
camaya se señaló anteriormente, la autonomía universitaria y  la posibilidad 
de autorregulación por los establecimientos de educación superior, no se 
configura como un derecho absoluto, pues sus actuaciones deben tener como 
fundamento el respeto del bien común y  el cumplimiento de los principios y  
derechos establecidos en la Constitución Nacional." (Corte Constitucional, 
Semencia T-92S de 2000).

En este sentido deberá tenerse en cuenta que aunque bs actuaciones de las universidades 

se deriven del cumpfaniento de sus reglamentos, es necesario que la interpretador i de estos y 

su aplicación no traigan com o consecuencia el desconocimiento de b  ley, b  Constitucióii y b s

derechos fundamentales de los educandos.

Los regbrnentos educativos! ha dicho b  jurisprudencia, si bien pueden contener normas que se 

acompasan con bConstituciorL muchas veces su aplicacbn puede tomarse en mconsutuoonal 

frente a una concreta situacba (Corte Constitucional, Sentencias T-694 y  T-925 de 2002;

1
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A p a ra r cW carácter vincúlame de los reglamentos estudiantiles y  del papel dmarmco que cumple 

en e) proceso formativo del individuo, la jurisprudencia viene sosteniendo que los reglamentos 

kMernos pueden ser analizados desde distimos enfoques o  perspect/vas**, en especial si se tiene 

en cuenta que, en el ám bito constitucional, el reglamento estudiantil es no solo expresión de la 

autonomía umversitar la. smo también una guia valida para enfrentar las conflictDS que en relación

con los derechos fundamentales puedan surgir al imenor de la comunidad umversitara.

A si entendido, ha dicho la C orte  Constitucional que la identificación de los posibles enfoques esta 

motivada por la importancia que reviste la definición de la naturaleza jurídica de los reglamentos, 

el lugar que ocupan en el espectro norm ativo de las conductas que ngen a la comunidad
educativa y finalmente, por las particulares consecuencias que se derivan de e«os como elementos

Émpresondibles para lograr el debido funcionamiemo de los estaWecimiemos umsersitanos 

Ba»o esos supuestos, la Corte Consütucional ha serialado que el reglamento estudiantí puede ser
analizado por lo menos desde tres puntos de vista, a saber i) desde la perspectiva de la educación
como un derecho deber, u) desde el punto de vista del derecho a la auto n o m « umverwtana y -) 
desde la óptica de su ubicación en d  ordenanvcnto jurídico com o norma con relevaiKia jundica.

(CofleConsutucvKial, Sente iK iaT-850de20W )

L Parata Corte ConstitucKxial desde la o p t«d d  derecho a U educación entendido

este desde sus dos dimensKines de d r r M r b r r .  d  reglamento interno de tas 

u «ve rs «l.v ie s  desarmlU esas dos facetas d d  derecho a la e d u c x v v t  p u e ^ ^  una 

porte le pernvte al estuckar.te conocer tas opoones y altematrvas que cornríxiyen a
define su futuro entaeistitucKxtexl^ndota cuales son lo s d e r e c ^

drid e re ch o jló rtw li^p «x o o )f — •vw.hicaiE.ew

U O « r n x o r « . o q u c e l « v a a . i m « U u n « r n ^ h * ^ J ^ ^

«aor. toda vez I » »  ü  >«> e rv d > i t lT T u  . ^ s i d « t  U  rrctinvvav. le haba hrrhu
de r»je  te le conM vcara hat»a pndaSti ma“ ™  In, „ ,T n r * «  ,  O
d e m in e n e .te rrv i.a .v z w 'e m b a tg a n o e u u u e .in m l^ * '

oportinalad pa ii hacer I »  le tla n u rtin o
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garantias que le asisten en el ambiente académico; y  por la Otra, le indica las exigencias 

que le pueden ser oponibles por la mstituciór\ concretando en que consisten y  cuáles 

son sus obfigaoones, deberes y  responsabilidades.

H Por otro lado, para la junspruderroa consütuoonal, desde la perspectiva del ejercicio 

del derecho constitucional a la autonomía un/versítaria, el reglamento interno de las 

universidades implica el corijumo de facultades y  atnbuaones de los establecimientos 

educaüvos y los límites a los que se encuentra sometido.

Entre las libertades se cuenta la reconocida para definir los aspectos que atañen 

a sus propósitos filosóficos, ideológicos y  académicos, así co m o a su estructura y 

interna. También se destaca la libertad para definir el contenido de los

ptanes de e sU iio , los métodos y  sistemas de investigación, los programas académicos 

y  la «itensidad horaria, los cnterios y  métodos de evaluaorán, el régimen disaplinario 

y los manuales de funoorres Igualmente, se le reconoce un amplio margen de 

autonomía al ente universitario para desarrollar los contenidos del reglamento y, 

ítpecialmcnte, para aplicarlos e interpretarlos sin injerencias.

Entre los limites, se cuenta que los reglamentos están sometidos al imperio de la 

Constitución y  de la ley, al orden pubiKO y a la ineludible obligación de respetar los 

derechos constitucionales de los miembros de la com unidad educativa, es decir, 

de los profesores, del personal administrativo, de los directivos y  en especial de los 

estudiantes. (Corte Constitucional, Sentencias TS 8 5  de 1999, T-947 de 1999 y T-1317 
de2(X)0)

I# Pbr ultimo, desde el punto de v s u  del ordenamiento jurídico, los reglamentos 

«Ttemos de las universidades, deben ser reconocidos com o el producto del ejercicio 

de la potestad regiamentana atribuida por la Constitución (articulo 67) y  por la ley (Ley
30 de 1992) a las Universidades R ir esta razór\ hace pane de la estruaura normativa 

del Estado, desarrolla los contenidos de las normas superiores e integra el contrato 

de matricula celebrado entre b  universidad y  el estudiante, siendo opomble a los 

t™embros de b  comunidad educativa.
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Desde el punto de vista analítico tenemos que la ambigüedad semántica por apertura evaluativa 

con la que se establecó el prim er parágrafo del articulo 69 de la Constitución al garantizar la 

«tto n o m ia  con la potestad reglamentaria de la Universidades, entre otras materias, en asuntos 

•eadémicos, remitiendo directamente a la regulación de la ley dicha facultad, ha sido concretada 

por la C orte  Consbtucional mediante su trabajo jurisprudencial de actualizaciórt, en el que la 

■nbiguedad del postulado ha sido aclarada con una jerarquizaoon de los principios en conflicto, 

es decir, mediante la jetarquizacion del derecho a la educación sobre el derecho de la autorxamu^ 

en donde piara la Corte  ai final de cuentas no existe una colisión en cuamo que el fin ultimo de la 

autorxjmia universitana debe ser la educación

En este sentido el trabajo interpretativo de la Corte Consütucional ha consotxki en la concreción 

semánbca de dicha 'garantia ' adjudicándole a este un significado restringido en el sentido que 

toda facultad reglamentaria tiene que propiender pxjr la efectiva realización del derecho a la 

educación, convirtiéndose contrano a la Constitución cuando lo haga nugatorio o cuando en las 

Otunstancias espiedficas de su aplicación desconozca de manera injustificada un derecho de igual 

rango constitucional

42 . Poder disciplinario

Pof otro lado y co m o consecuencia de su poder reglamentario, la Corte Constitucional ha 

*®^8l*do que en desarrollo de la dimensión académica de la autonomía universitaria» es 

®o^'^'petcno.i de las etttítuooncs de educación superior desarrollar procedirmcnios dtsciptmafx» 

en virtud de los cuales, las investigaciones de las conductas académicas relevantes» han de 

•ddantarse y agotarse en atención al pnr>op*o constitucional d d  debido proceso.

<1 tn d frfo  de USentcncjuiTma de 20CM.li Corte hjfwpfccita en icnaUr de qur manera üactivteUd 
l^o o n jd o rj de institución de educación lopenor poda bejo
tttatutos y procedrn^nto. por dU otabieCKka. en los cuakrs d

yiRKCso d e ^  encontrarse presente
TW ilHieno h  Coric h» *n<*nj<lo «íTipn: que U pcpinud wncioojlora de IM cmww
«le c u íf» , en forma «n e d o u .»  to drtpueito por IM regWiwrnoi eittmc*. k »  4 »u r i ^
de leflftar loa pmdpios conftituoonalei jr légate» rtfaiM» ai deíxdo proceso embargo,
p rn p -ite te a L ib rfu c a tm ^ a n g -ra d a p o rU g a ra rn -a n o o ^ »^

pennrte una reiativa reoonstmeoon de las garandas proptts del proceso procesos
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De acuerdo con la junspruderKia de la C orte  Constitucional, la plena garantía del derecho al 

debido proceso, se concretiza en sede de un procedimiento sancionatorio adelantado por una 

nstJtuoon umvcrsitana cuando quiera que se cumplan plenamente con las siguientes actuaciones

0 comunicación fsrmal de la apertura del proceso disaplinano a la persona a quien se 

imputan las conductas susceptibles de sandón;

» ) fb rrn ja o o n  verbal o escrita de los cargos imputados, en los que consten de manera 

dara y  precisa las corxlucta^ las faltas disopTinanas a que esas conductas dan lugar (con 

la mdicaoon de las rxxmas reglamentarias que consagran las faltas) y  la calificación 

pronsonal de las conductas com o faltas disciplinarias,^^

«T  traslado al im putado de todas y  cada una de las pruebas que fundamentan los 

cargos formulados.

iv) ndK aoon d H  término con que cuenta el acusado para formular sus descargos (de 
manera oral oescnta), controvertir las pruebas allegadas en su contra y  aportar las que 
considere perunentes,

«noonadores que lleven a cabo lo» estattecimientos de educación lupenor Poi ello la potrstatl

saneaxiaiona de tos cmUDS educiuvi» no requere estar uqeu al mamo ngor de los procesos |U<ÍK ules
^  arteriomiei lu  eapresado s ^ c a  que loa fm x á m e n iM  unwenitanos endere/ailm a b impoucjod
de i r e  «n o o o  deben fw peur «n i p r c  d  nudeo b » K »  d d  d e ^

•En ese a d e n ^  ideas, la Corte ha exígete swnpre que loda persona iKne derecho a que antes de -

^ / ^ ^ ° T ^ ^ « " ” ’* » « “ T-30V96.eprc«uK»a^ ' E n  pane,ilar, esta
Coqioraoon ha determeiado que la poiesiadsanoonaloria de loa centros educativw debe adeciurse. 
m  tornuinmeAata, a lo dispuesto por los reglatnentDsriiernov los cuales a su turno, hari de irfleiar 
f c » p o i ^  c o o i t i t u o ^  y legales relativos al debete procesoJL, Para que el p o ^

"  procedaruereo sanoorudor. es a b s o l u ^ . e  n e ^ r ^ ^  
** *’ * ^  *" ^  " ° ^ A  hechos maieru de U

e v e m p o o r ^  es necesario que en los reglamentos de las atstituoooes urvversrtanas se establerci U

p e n ^ ü  a i ^ n ^  o o ^ „ p « ^

pero ese nw;¡en no puede testar nunca 
el r u r j l ^ ! ! ^ Í Í Í ! r ’™ Í  ” *"*'Vllda3 por la norrnl'  Sobre
dFwtcubf.Umbdn puede kene le SemencaT.264 de 2006

I
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v ) pronunciam iento definitivo de las autoridades competentes mediante un acto 

m otivado y  ctxigruente;

vO imposición de una sanción”  proporDonat" a los hechos que la nx3tivarDr\ y

vi) posibilidad de que el acusado pueda controvertir, mediante los recursos 

pendientes, todas y  cada una de las decisiones de las autoridades competentes. (Corte 

Constitucional, Sentencia T-301 de 1996)

Debem os concluir entonces, que de conformidad con la jurisprudencia constitucional en las 

■ctuaciones e investigaciones disciplinanas estudiantiles el límite a la autonomía universitaria 

es el núcleo esencial del debido proceso, derecho fundamental que debe garantizarse con el 

U n t  iiinu ito  de un procedimiento que cumpla cuando menos con las etapas atrás anotadas que 

pBiiHian que la persona objeto de investigación disaplinana pueda ejercer el derecho de defensa. 

'Constituoon,il, SentcTKia T-263 de 2006).

Ase la Importancia de un proceso de esta índole radica fundamentalmente en la posibilidad 

que se de una defensa material por parte del acusado, que se le permita rendir sus descargos y  

asi mismo pueda controvertir y  aportar las pruebas que considere pertinentes en su defensa. 

De esta manera, la defensa material surge en estos casos com o un pilar fundamental en las 

i a w tig acioncs disciplinarias que se adelanten por pane de las mstituciones universitarias según
b  diHXinen sus reglanienlos internos, razón por la cual la defensa tecnia que en algún rnornento

* i  En«ual*nd<k,luK»ttvdoUCorleCor»tiUKW rulm Se.«ncuiT^19^^

m  educauve con d obr® d 'por « e  , n » T »  T « »x . oWgacM^s d d «  curnpSr dejd  r r u r s ^ a ^ ^ ^
i»»r* «lo * rrd «p* a «u saflts»*a cr«r«m r,L ic«un a F^

oanpcnoío que d « 'd i.»*  unto

«»»Medrr><ntry, (le ediKacion lupenrx p m e n d e v ^ ^ ^
^duoBwo njcorai. Ío cual desconocen* ademas o

lene» h educaoon es ttf) derecho de la pefKJw-T
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te pretenda redamar, y cuyo ámbito de ettncta aplicación tiene su desarrollo en actuaciones 

judiciales de orden penat d v í, tributario, etc, resulta ser una exigencia que excede las garantías 

que se deben otorgar en el ámbito sancionatorio de una ínstrtuaón de educación supenor (G irte  

Constituoonal Sentencias C -0 0 8 d e  2001 y T-634 de 2004J

En este caso, nuevamente la Corte Constitucional ata el significado de la garantía reglamentaria 

en matera dnopínana estudiantil a la jerarquización de otro derecho de rango fundamental, esta 

ver d d  debido proceso, especialmente a sus componentes de derecho de defensa y  contradicoon, 

estableciendo la exhaustnndad de su contenido desde su relación de jerarquización subordinada 

frente al debido proceso.

43 . Pérdida de la calidad de estudiante, reingresos y permanencia

La dimemion académica dH  principio constitucional de la autonomía universitaria, en cuanto 

a la exigerKia de requisitos y  parámetros de Índole académicos para la permanencia en las 

instituciones universitarias ha traido com o consecuencia casos de colisión de este principio 

constiuioonal y el derecho a la educación''

45 UCoritCoí»WuoonrienS*r«nuMT.9»<tel999yT.925de2002,o«r»muchaiotraí,detallocomo 
« « c t e iw * »  «enoiíe» dd deiKlio «  W educación, en «rmonii con los proouncumiCTrtm d« U pTOvw 
Corle; loi «fa e n m  eienwTiut

•ü L» educación por * in«i«leca (u ndjm enU  es objeto de protección especuíiWEitado, de allí
que. U acción de tutela ic cstatuj^ como mecanómo para obtener la respectiva garantu fieme a lai
autcndadei pubkat y a r «  los parWiiaiH, con el In  de precaver aixiones u ormvones que enpaUi. « I  
HcctMcLvl.

-a) Eipioupui3«obai«Bdelacfactividaddeoiioideiecfioifi«larnenta)es,tale5coitoUescogeT.Li 
profesión ucfioo, U <uaMad de oportuivdadei en malana educiov-a y de lealuacxxi pciiorui r 

«I «xe desarroáo de la peoonaídad (Connmioón FV*tica, arti. 2Ó 13 y 1Ó), a» como de U reakaacir» 1 de 
dotwttos pnncqxoi y valoies constrtuoonabnente leconoodos lefetentes a la participación caidadarvi 
y demooaticj en la vida econonvc^ pottioc adrramstrativa y cultura) de la Nacicxc al plurafcvno, a U 
tolerancu al lejpeto de la <lgn«lad hianina, a la corvisenoa cudadma y a la par naoonal 

•-J l4Pn=ao^<lH «xvK X.pubkodeU«ducaaónKenp,oorT»con«aiim c«deUsanter<r«
caí actereticas en fin esencial dd Estado locid de detedxj CDlorréxano 0
•ivJ El niklw eiermd dd derecho a U  educacióri esta cornpiendido por U potestad de sus mulares de 
reclamar d  acceso al ustema educativo o a uno que periTWa una'adecuada formaoon-, asi como de
peimanccer en d  marno Ponerwrrente e »  nudeo te ampko al nckar paratnetios estaHeodm. en la
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Fnentr a esta cofisK>r\ la Corte  ConstJtuciona) ha puesto de presente que la decisión de un plantel 

educativo de negar la solicitud de reingreso elevada por un estudiante, debe adoptarse de 

acuerdo con d  reglamento'** y  en aterKion a los parámetros fijados en la Constitución NacioruL 

En este orden de ideas la Corte Consütucional en su sentencia T-254-07 ha manifestado que una 

htstituoón Universitana 'apartándose de las expresas condiciones delR egkim em í^ ysin fó n n iÁ lad e 

ju icio  a lg u n a ', viola los derechos fundamentales ai debido proceso y  a la educación, aJ negar su 

nengi eso a la Institución'*  ̂ En otro caso, la Corte Constitucional ha afirmado que la negativa de un 

pb n td  educativo frente a la petición de reingreso presentada por una estudiante viola d  derecho a

obícrv»aongenera! no. 13ddOxmte de Derechos EcoíK>m»cos»Sooatesy C ihurate-D ESC - Eneste
onlen de deas  ̂se puede pianlear la cxisienaa de cuatro componentes estructurales dd derecho a la 
educación c£spondxl*dadt accesibilidad, adaptabiklad acqwabdidad Ver Sentencia T-428/12.T-152 de 
2015
'vOftir úteno, en vitud de U función soca! que reviste la educaooa se configira co n» derecho-deber 
y genera obfcgacaaoes reciprocas CfTtre k » actores deí proceso educaüvo

^Wíemas de los antenores desarrollos jurisprudencales, el carácter furidamcntal del derecho a la 
aducjoon ha sido reconocido expresamente por la Comunidad Internacional reunida en Viera, 
en 1993, durante U Segunda Conferencia Mundal de Derechos Humanos cuyo resultado fue 
una dcdaraoon conjunta de reconocimiento a la «ntegialidad de los Derechos inakenables de U 
persona en su triple corxiioon de unr«rsalcs, indivisibles c irrterdepcncfcentes Del rmsmo modo, 
los natrumentoí, tnterriacionales de DDHH vuscnlos por Colomba y los estandarts creados por 
los organismos encargados de su inteiptetaaon y aplicación son contundentes en otorgar a este 
Derecho ura cLva relevanca como requiwto s*ne qua non para U protccooo y garanta de sus parei

46 La Corte Cortsfrtuciooal ha dejado claro en la Sentenca T-592/TI que los reĉ irsitos de reingreso 
debnan ser plmrnados eri k» regtonenu» academcoi corrforrne a lo deochdo por d plar<d educativo
en « p « t o s  corno CO ta temporaklad »  decir, que U sokitud sea nterpuesu en un lírtTano r w o n ^
entre U feda de deivwxii^ion y U nienoóo de retomo, (i) d  academcA derivado de un tope especifico
en d  proTodK! de notas o factores senáares, CaO H d «4 ik w a j. l« « lo  a U conducía. &v) d  p «  y s ^  
por tixfe OTOOto ya sea por cuestiones academias o admrwtratrvai, ív) acogerse d  plan de estutfcjs 

at mornento de U sofccitud de retorno; (wO U actuafcaacioa oto es d  sornctene a prograrnai o

Mna linos de actiofcrarion o examen* . .
47 En « t e  rm m o fd b li Corte Constituoorolmirdesto que cuando k»motr«<is por tos cuales las penen»

deben suipendeT sus cstuóos no son rrxxrvos arodémeos o dne^Marx» s e» b  carrrxa *  r e c ^
eoxKimKcis por hechos caiarretosos. las auiorxladei urwvenrtarias rw deben ser « s e ^ ^

____________  - - —------- Om-9 «1 Om  Tr4vMrui•pkcíc«n o «M  a l*i nomui o exudiixíoK <w U jutonooM e) *to Tr*ut>4 w
^  »  . a . i  ui   «1 « asume la«acia caio o  necoano'pender» U traicíndenca dd proWema íiwitt al Mcnficio que drfie a
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laeduación ‘ porque la separación de la estudiante ddCo legK) la pnva de los conocimientos que 

a través de ella se le brindan y  que contribuye al perfecoonannento de su s e r '**

N o  obstante, la Corte Constitucional también ha conocido de casos en k »  cuales la decisión de 

una universidad de negar, de acuerdo con su reglamento, la solicitud de reingreso presentada por 

un estudiante, se ajusta a los parámettos constituaonales. (Corte Constitucional, Sentencia T-(X32 

de 1992)

Por ejemplo, en la Sentencia T-223 de 1996 la Corte Constitucional señaló que: 'la  Universidad 

Nacional -teniendo en cuenta el bajo rendimiento académico del actor, asi co m o la repetida 

pérdida de materias que, de acuerdo con el reglamento, después de la segunda oportunidad, 

puede dar lugar a la cancelaoon de la corxlxáon de estudiante, y  la consecuente imposibilidad de 

matricularse- obró de conformidad con dicho reglamento expedido en ejercicio de su autonomia 

universitaria sm quebrantar los derechos fundamentales invocados por el accionante, por cuanto 

fue este quien m cum pio con los deberes propios de su condiaon de estudiante, quebrantando 

los requisitos adoptados por la acoextada para expedirle el correspondiente títu b  profesional'

Del mismo moefo la Corte Constitucional ha establecido que el ámbito de autonomia universitaria 

de la que dispone una eistituoon de educación superior para negar la solicitud de reingreso de un 

estudiante, es merxir que el ámbito de autonomia con la que cuenta para admitirlo por primera 

pexque la persona que ya ha ingresado a una institución de educación superior goza, por la 

propia universidad, de la presunción de idoneidad para hacer jsarte del programa académico para 

el (^ e  ha sido aceptada, según los cntenos que el jxopio plantel ha establecido, salvo que impere

a s la  Corle Conuilucxxial estufo  c a n te n  les cuales w  haba nc ^ K lo U x ik itu d  de langicsopresenuita
por estuduners <yje se hatxan m e a do  del colegio y  de la uvwervdad, resjjcctrwnerrte, dado ejur i «  
encontraban embarazadas. En ambas oporturadades la Corte sostuvo que la negativa de loa jrlanietes 
educatrvcB de aceptar cafo sofotudcs anpedia sai razón vatda que las accaxiantes contaijaran con su 
proceso educativo

49 En e f r e m u  Corte ha lonenalo q u e ‘ el m entó a cadérruo en p n na p n, es H  parámetro que debe 
reg» el proceso general de ifotribuoon de estoa bmies escasois sai embargo es aceptable que las 

umwenidades utlcen otros cntenot cuando se pervguc contrarrestar las corafouies desguafo con las 
^  am bm  a loe caamenes de adneion los detaaos asjxranies a ngresar a la unversalad, o  se procura
daretanpfclltfnlpalaafáiesdehaimfiifirv^yft^yY^m^*



d iK te m a  de la admisión automática. (Corte Constitucional Sentencias T-441 de 1997 y  T-268 de

2001)

fe r  este motivo, compete a la Institución a la que se sotena el reingreso^ demostrar (de acuerdo al 

reglamento) que la persona no cumplió los requisitos para seguir en el programa elegido'’ ni paia 

que pueda aceptarse su sollatud de reingreso.

Por otro lado, en la Sentencia T-7S5 de 2006, la C orte  Consutucional se ocupó de estudiar 

un caso en el que la Universidad Nacional de Colombia se había negado a otorgar un traslado 

a una estudiante admitida en la Sede Palmira a la Sede Bogotá, que había sido solicitado por la 

estudiante debido a que padeaa una enfermedad que sólo podía ser tratada de manera adecuada 

en la capital. La negativa de la institución educativa se fundamentaba en la aplicación de las 

exigerKias de sus reglamentaciones internas para la procedencia de dichos traslados, consistentes

en-haber cursado, por lo m eno^ un semestre académico en la Uruversidad y  haber obtenkfo en 

el examen de admisión un puntaje Igual o superior al del ultimo estudiante admitido en la carrera 

que pretende cursar, dentro de la sede de destino”  En esta oportunidad la Corte Constitucioiwl 

determino que la negativa del traslado en ese caso violaba de manera injustificada el derecho a la 

educación de la estudiante al considerar que si bien la universidad, en v rtu d  del principio supenor

de laautorximiauniversitann tenia la facultad de regirse por autoridades propuse n d e peniente^ 

y  de darse sus propias normas dentro del ámbito académicoi tales prerrogativas rxi eran im itada^

pues en to d o  caso debían ser compatibles con los derechos y  garantías consagradas en la 

Constitución Política y  en la ley. CorKkiyendo que aunque los reglamentos mtemos tienen en 

preicipio efectos virKulantes para toda la comunidad educativn eicepCKXialrnenie, algunas de
•US daposiciones podían legar a ser inaplicadas en un evento concretta cuando de su adjuebeaoon 

se derivara una vuíneracioo o  amenaza cierta de derechos (undamenoles.

»  •^)uMcadBC<*»>é»»Corr*Ox»Wiicii»»ilScnl«froiT223<)«rW6UCorsrahiTioquir‘1iiSKirtn 
adopurU por parre dr h Ui»vets«l«l Nioond « 1 cS <a» prtiarts, no puede onmdwie a i » «  ra rr»»
que ddia wraotucion ofrezca por ájanlo con alosa vtanerarsi aldaractio rrjrsWrroiailalaaAxaoOn 
dal atnoojrte, es daor, que d  larwr Oafvei Ar va puede rar jdti««lo j  otro progranra iM
hUr*«m«lid pwiadehntir K»«stmloBprofeiunJÉek iwmpr»y oundociarrpíicenloneta**
eaqpdoa para kfrar deha admaiún'

51 Aroculo 6 dd Acuerdo e i  de íW ddC o narjo  Supenor Urssanajrei

I
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La concieoón y exhaustivxlad de la potestad reglamentaria en el caso de la pérdida de la calidad 

de estudiamey negación de lengrcsos, ha sido cumplida por la Corte  Constitucional mediante 

el leforrarmento de la jerarquizaoon del derecho de la educación sobre la autonomia por vía de 

dos lestncaones. Por un bdot se advierte que en estos casos el ámbito de autonomía es m enor 

en razón a que existe una presunción de idoneidad del estudiante, lo cual en términos procesales 

implica una inversión de la carga dinámica de la prueba en cabeza de las Universidades, quienes 

están obígadas a probar la falta de idoneidad del estudiante por causas imputables a él rmsrrxi. Por 

otro lado, a revisar la constrtuciona&dad de la aplicaoón de los reglamentos en casos específicos, 

es deor, sobre la exigencia de ponderacxin en ejercicio de la función pública cuando la apiicaacm 

d d  reglamento resulta nconstituoonal por las particuJandades de los hechos o  circunstancias que 

rodean el caso.

A A  DiFerenciación de actos académicos y  actos administrativos y su 
relación con el derecho Fundamental a la libertad de cátedra

La junsprurlencia del C o n s ^  de Estado“  y  de la Corte Constituaonal ha sido clara en resaltar que 

las Unrversiriades pubficas expiden actos administrativos'’ propiamente dichos, y  también actos 

académicos que se rigen por su propia preceptiva legal y  reglamentaria, y  que com o tal, escapan 

al control jurisdiccional, com o sena, por ejemplo, los relacionados con la evaluación académica, 

la matixula, los actos de reingreso o  una sanción disaplinana y  las diferentes convocatorias a 
concursos

U  Corte Constitucional en Sentencia T-314-1994, sostuvo frente a la libertad de cátedra y  las 
caSficaoones lo siguiente



SEC RH ARIA D t CDUCAaON O a  DISTRITO

*£/ profeior es autónomo para calificar, ni el Rector ni funcionarios 
administrativos, pueden alterar el resultado de una evaluación. Pero es 
indispensabk preasar

La autonomía del profesor es limftadOf nunca puede ir hasta extremos de 
irracionalidad, como sería el caso de una calificación contraevidente, pues 
ésta atenta directamente contra el derecho a la verdad.

Además, el proceso académico se sujeta a la promoción del conocimiento, y  
la verdad es un criterio objetivo dentro de proceso pedagóffco.

El Estado, al velar por la calidad de la enseñanza, no puede enervar su acción 
vifflante y  correcí/va porque le antepongan la autonomía del profesor, ya  
que la libertad de cátedra se viola por parte del mismo profesor cuando 
k) que se configura es el arbitrio injustificado de éste, es deor, el ¡iberttnc^ 
accuiémico, que no puede ser legitimo, b c ^  ningún aspecto.

Cuando el estudicuite cree que hay arbitrariedad, puede acudir ante el 
profesor y  pedir la revisión de la nota.

El Juez de tutela analizará si se respetó el debido proceso y  si eih no ocurrió 
ordenará cumplirlo, pero la vahración académica que hace un profesor, 
respaldada en el ejercicio de ¡a libertad de cátedra, no puede ser alterada por 
un Juez; éste solamente podrá hacer cumplir el debido procedimiento a s ^ r  
en la revisión de una nota, para que la autoridad educativa c o rre s p o n ^ te  
Heve hasta elfmat el trámite de la revisión, ponderando la exatenóa de dos 

valores, el derecho a la educación y  la libertad de cátedra.^

D e oxrform Kiad con la jurisprudencia de la C orte  Constitucional, en las Sentencias T-187/93 

y T-314/94, la autonomía con la que cuentan los docentes y de las autoridades académicas 

en general para la expedxion y  determinación de actos académicos no es absoluta e ilimitada, 

en cuanto que deben respetar la Constitución y la Ley”  En especial, se ha dwtacado las 

siguientes condiciones que permiten evaluar el grado de respeto de los actos académicos de la
Constitución D'nunca puede ir hasta extremos de irraciooalidad*, B  debe buscar Ta promocioo

por lo que es factíile que se generen t i ™ o r «  En escalo de c o «s  d j u e r c o i w B ^ ^
í í e n t ^ L  cuate s o X  íor»tm ic«nJe . g e s t a n  d n x t a r n « x e ^ ^
conemo. y te rete  en para j u . o f « - i  t e  Wnne. necesarxis y especifx» ipie se podrid

imponer li qerooo de ta fcerud de otedra-

-
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d d o o n o o m en to ', B U  verdad com o críteno'obfetivo 'dentro de proceso pedagógico, ív) debe 

respetar el derecho fundamental al debido proceso y  específicamente la corxiición de motivación 

d d  acto" (Corte Constitudonal Sentencia T-314/94).

En este sentido U  labor de actualización de U  Corte Constitucional se establece nuevamente en 

laia relación de jerarquzaaórv esta vez a favor del principio de la autonomía universitaria sobre el 

derecho a la educaciorv en razón a su intima relación con el principio constitucional de Cbertad de 

cátedra ase U  exhaustividad d d  contenido leglamentano de este ámbito implica la racionalidad, el 

conoom ienioy U  verdad com o cnteno objetivo (Corte Constitucional Sentencia T-056  de 2011)

i i  Con Kaiiíiirw^en Harria* *! 29 líe hCoostituciiSn que conugrad debido proceso «nactuacionci
yiditiik y adnratrawas. cada decoiCin que te adopte por parte de una umvertidad oficial y que
o o rn p^ la» actMOón adm«i«ra»vi-de cualcyaer Índole-, debe en cooxKueocia reipctar d debdo

Ahora l«art ^  de t* diTieniaine» iW debdo pnxeio et U rnotivacxio dd actq legun te deipiende de 
h eupieiaín'ton c í»«i«ia a  de h plenitud de la» lormat', de que tnu  el articulo 29 de U Conoituc nv. 

■fodoTO debe tarrnwivado con e»r»e»«xi de lat razone» juttificativai, como desaitolki dd pnnopKi 
”  Irgildad, pw i determrw w ene te apou a b ley o «  corrtiponde a lot fines leiialidot en la nwna 

Um o o>ocavidel»dK«m e.prancoaHcu.npt,n«r«od.lo»pnncy«o,e<to,etdeUadm «nuacK^ 
pii*cator«n«ío«anHarticiJn20»delaConttituciótv(yjeconi^a

*LafiaxiOiiaAiiii»*n«iai<aali»vioodelcnnicicumeneral»>y»edetant4aconfiinclamen(oenlo< 
pmcip«de,ualdadmo..fidadefitacHecDnonti^,d.dadnipa,tiaMadypub4od*d'

V  ̂ Coefigo ComnKaitu
Y U rnoi«ación en U adopcavi de la» dacmonei la attabbce d artel*, 15 de le nwn»

t l p « K ^  p u b ^  c ^ i r n . ^  d,

r , Seo «pq».ndel.rqH.I«~rdaquAi.c-cn
«ro e  w  av«**ine» kpÉe» eapecukw* no permwn la puhkaloí

“ “ vcarmiedeinoov^eln



StCRCTASIA 0€ CiXJCAClON O t L  DiSIPiTO

4.5. Sobre la admisión.

En sentencia C-337 de 1996, la G jr te  Consmucional se ocupó de estudiar la tensión constitucional 

que implica la potestad de la autonomía académica en cuanto la facultad de admisión de sus 

estudiantes y  el derecho de acceso a la educación En esa oportunidad el alto Tribunal declaro 

la oonstituaonalidad de los artículos 28 y  29 (parciales) de la Ley No. 30 de 1992, al considerar 

que cuando dichas disposiciones normativas consagran com o uno de los derechos que tienen 

las instituciones de educación superior en ejercicio del principio de la autonomía unvtnHaria. de
admitir y  seleccionar a sus alumnos, no se quebranta norma alguna del ordenamiento superior.

La razón, es que la garantía de acceso al sistema educativo consagrada consUtucionalment^ no 

consiste en que todo aspirante deba ser admiudo en los planteles educativos, ni en U  ausencia 

de criterios de selección de los estudiantes que las entidades de educación superior habran de 

admitir, smo 'e n  la posibilidad de llegar a ser aceptado en igualdad de condiciones con los demas 

aqwanlcs y  dentro de las reglas de juego predeterminadas por el mismo cstaW ecim^ito''*

Adventistas vs Universidad Nacional

f e e  al respeto que había mostrado la jurisprudencia de la Corle Consutuaonal a U  autónoma 

académica en materia de admisiones en sentencias T -448  de 2007 y T .044  de 200a a

la L W s i d a d  Nacional de C olom bu  la reprogramacion del d á  del examen a los m i ^ b r o s ^  

la Iglesia Advenw ta del séptimo di.x O d ia  situacH>i se ormino por la negativa de la Un«ers«lad 

a la «a k rtu d  de reprogramar el examen de los miembros de dicha comunKiad r ^  ^  un
A r t .W n ,e . i| . . ,h . , . l„  Aurx^e b LJnivervdad argumento razones de seguridad de la prueba en

56 E n „ s m i « u i  T44V t

< l .s a » » d c (S - -é i )a l .a d a r « « i .C V .c t o c u a l d r ^ r - -c « ^ ^
d e o r d m - n o r a l x . e . W C « ~ p . « « ,u ^ n ^  

sáfaedotóOOpimJ lilareno*« «nHaparijdoBfcfcco
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razón a que e s u  se realzaba a todos ios admitidos un único sábado d d  semestre en todo d  pa»,

ademas de razones logística, y  de dspom bikiad de los recursos humanos, físicos y  presupuéstales,

la Corte G jnstituoonal concluyó que dicha negativa vulneraba la Igualdad y  libertad religiosa^ por
k) que ordenó la reprogramacióo de dicha prueba en un día diferente a los miembros de dicha 

comunidad que asi lo sobataran.

Sm embargo, d  ongen y  decisión misma de la Corte  Constitucional vale la pena analizados de 

una manera más detallada por vanos motivos. En prim er lugar, porque ninguno de los jueces a 

pesar de reconocer en su mayoría, un problema de colisión de derechos fundamentales utifizó 

la ponderadon. En segundo K ^ r ,  porque se trata de una discusión que se origina en una

ambigüedad semántica de una regla que obligaba a los jueces de instancia a realizar su concreción
con la interpretación directa de la Constitución. Y  finalmente, porque muestra d  m edio camino 

que ha recorrido d  cambio de paradigma y  la necesidad de unificación y/o sistematizaaon de 

nuestros sistemas interpretativos

El antecedente de la dscusion se ubica en d  primer semestre dd año 2008, en d que 18 aspirantes
para un cupo unniersrtario de U  Universidad fslaoonal de Colombia, perteneaentes a la lgles« 

A dventisu d d  Séptimo Día de Colombia, instituaón eclesiástica que c u e n u  con personería 

yindica especial, presentaron acciones de tutela contra la institución educativa por considerar que

U  Universidad al fipr com o único día de presentación de los exámenes de admisión un día sábado, 

vulneró sus derechos fundamentales a la Igualdad y a la libertad religiosa

La pluralidad de acciones presentadas en este periodo se debe a que en el semestre 

innnediatarTiente anterior habían sido presentadas tres aaiones de tutela por miembros de esta 

coniunidad religiosa, por esta nriisma circunstancia, negadas en primera instancia por los jueces 

penales munopales. En segunda instancia una de estas decisiones fue revocada por la Sala ftmal 

del Tríxinal Supenor d d  Distnto Judicial de B o g o u  ordenado a la UriMssidad Nacional practicar

'Acuíntalc ik l (fa p ,™  «n trf iu rta  S e» d «  trabasiir», y h a r «  toda tu obra ^

ni lü extraTcro o u  den*m de tu i p u e rta  Pbf que en sen ífcts Eiemo hoo eí o d o  y  ta b m a
y todo to contienen y repo» en d difc «c, eí « w  bend̂ o d y te d e ^

S i
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el examen a una aspirante perteneciente a esta comunidad religiosa en un día diferente al día 

síbado Esta deoston generó que en d  semestre siguiente se presentaran solicitudes para aplicar 

el examen ante las autondades de admisiones de la Universidad en un día diferente y, ante la 

negativa, la postenor pnesentación de las acciones de tutela.

El problema jurídico sobre el cual radica esta situación es la aplicación e interpretación del literal 

ú  del articulo adicional del Decreto 354 de 1998 '" el cual dispone 'Los exámenes o pruebas 

selectivas convocadas para el ingreso o  cargos de las Instituciones del Estado o a Instituciones 

educativas, que hayan de celebrarse durante el periodo de tiempo expresado en los literales 

•ntenores, serán señalados en una fecha alternativa para los fieles de b  Iglesia Adventista del 

Septirrx) Día, cuando no haya causa motivada que lo impida”

La estructura lingüistica de este postulado normativo es interesante para los objetivos de este 

trabajo, porque pese a que en la primera disposición normativa se expresa una regb ebra al 

obligar a las entidades del Estado a realizar los exámenes de meritocracia a los miembros de la 

Iglesia Adventista del Séptim o Dia en un día diferente al sabado, a reglón seguido, restringe b  

Inipeialivicbd de dicha regla con una ambigüedad semántica cvaluatrva, cuarxjo expresa 'cuando 

no haya causa motivada que lo im pida', estructura lingüistica que implicaba que los jueces 

oorjoietaran b  constitucionalidad de las causas motivadas, en caso de una negación por parte de 

U m  ireütucion pubfea com o en efecto ocurrió

Lo partjcubr de este caso, y sobre lo cual se ocupa este apartado, es b  disparidad de las decisiones 

y  de los argumentos utilizados por los jueces de instancia para abordar b  soluoon del problema

punteado, aun mas, si se tiene en cuenta que tanto el docum ento de tuteb presentado por 

los Kcionante\ com o las respuestas dadas por b  entidad educativa, son formatos de idenüco 

oontenido'^'

56 fermerko de ene Decreto se jpruetnHComeoo de OnedioPubkolmrmoniínrrol de 1997, CTXre
d  Eftadocolombiaro y jljjievu Ereidadcc ReSgioses Cmtunji no Cair'Acat 

59 U$cifr»i«onrn»iquedKienttiiobreelp«rteutai,del«»W»coone»deujtel«>pres«rxad«enpr.nerj 
iiW TOa fueron concecW» 8 y nejedas lOi de U» 8 accxinei concexkdií hierori revocad» 3 en segunde
ndancia, y de las decaioncs poe negaron la ruleta en primera nslanoa fueron revocadas 2, es
decir, que en detevtiva, fueron negadas 11 y conceifclas 7 acoones de nitela Oe los 37 jueces que en 
totd ccxxicieron I »  amones de tutela Uorxando tixlo» los jueces tjrxo de primera como de segixida

' 3 ^
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a. Fallos que conceden el anrparo.

Las 15 decisiones judiaalR que deddieron conceder la acoón presentida y  que concluyeron que la 

Universidad Nacional había violado el derecho fundamental de libertad religiosa de los miembros 

de la iglesia Advenüsla del Séptimo Oía de Colombia al no (xdenar la repmgramaaón del examen 

de admisión en un día diferente al sabado, procedieron metodológicamente para la resolucon del 

caso de manera m uy dfversa

Algunas de las decHiones se fundaron en la apücación silogística pardal o  total del literal b ) del 

artKuio adicional del Decreto 354 de 1998“  O tra  parte de los fallos hicieron un silogismo en 

donde la premisa mayor para justificar la decisión fue el Bteral b del artículo 6  de la Ley 133 de 

1 9 9 4 O tro  grupo de falos dio a p ka o ó n  y  prevalenoa directa al articuto 18 de la Constituaón 

ñaiftica omrtierKio la aiterpretacion ele alguna norma de m enor jerarejuí^ y  un últim o sector de 

<l*ci$iones apkco un séogismo jurisprudencial en el que la premisa m ¡ ^ r  fueron las decisiones de 

U  Corte Constituoonai en especial la Sentencia T -4 4 8  de 2007

Las decoiones que se fundan en la aplicación sJogistica del literal b del articulo adicional del 

Decreto 354 de 199^ ai identificada com o premisa mayor, en la cual se subsume co m o premisa 

m enor la pertenencia de los accionantes a la iglesia arfventjsta, concluyen que los tutelantes 

cumplían con las premisas para la aplicación del precepto norm ativo U n o  de estos fallos 

considera *Asi las cosas con fundamento en las premisas en precedencia consignadas, concluye

el Tnbunal que no ha estado revestida de acierto la decistón del juzgado de instancia al denegar
por im pnxedente el instrumento tutelar, de manera que se revocará el fallo im pugnado' Lo

curioso de este tp o  de decaioncs es que Ignoraron por completo el apartado fmal del literal b ) del 

a m utoadcional del Decreto 354 de 1998, que disciooia que la fecha ahernativa para esta clase de

nMJooa «Hitando U nrv«!indeU deU ConeCon«iU K«inJ),22yiecon««H,Hanip*,otokoUdo 
ytScorKeoieranUAociún

“  “ 1 » ™  o »  «la b te e  que.
relet de U lgteSMAdvwiMUdHSepniTioDu, que cunen esiuik» en antros demieñanrapiiiácot y 

sempe mede áo*fdo entre les p r a í  e u r«n  depenuóo» dr U w ttncM  »  d « c  y de h
de CKamenfeKk«dc>ifXiegaddio<<fai viernes

p*Of»todeq«ne»qer2jnlip«tn«po«*udoiijteto'

<rtKiA> 19 de U Consmuoon ftAlKa de Cdon^M
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exámenes se deberá programar 'cuando no haya causa motivada que lo impida , absteniéndose 

de estudiar o  refutar las justificaaones académicas, presupuéstales y  de segundad dadas por la 

Unniersidad com o justificaciones de la imposibilidad de correr la fecha del examen

O tra  parte de los fallos que concedieron las acciones de tutela procedieron metodológicamente
desde la exégesis, dando una apficación e interpretación completa del literal b del articulo adicional

del Decreto 354 de 1998, Es decir, sin om itir el análisis del ultimo apartado com o en el caso 

anterior Sm embargo, dicho análisis de la invalidez de las causas dadas por la Universidad para
no realizar el examen en una fecha diferente a la inioalmente programada se Umita a pronunciar

b  siguiente 'N o  encuentra esta Juez de tutela causa suficientemente motivada que impida 

un «a ierdo , entendido en b s  términos que b  expresa la Sentencia de la Corte Constitucbnal
TO 26 /0 5  otada, con la accionante para serialar una fecha ahemativa de examen de adnww n 

que la causa rnotivada que b  impida debe ser, teniendo en cuanta el texto del literal b del a r t ^

6 de la Ley 133 de 1994 citado en esta sentencia, en cada caso concreto que presente con ,

para la srtuaoón que se estudia O  no una causa general, impersonal com o la que expone la 

dem andada-, o  una idea co m o esta, 'q u e  para este despacho no son de leobo para negar lo
wkitado, pues la petición se elevó desde eU30) de marzo de 2 0 0 7 0 '

que sea el literal b del arucub 6 de la Ley 133 de 1994 y no el litera. ^  ̂  ^  ^

Decreto 354 de 1998. Es decir, que se cita como premisa mayor una ^  norma.
C a s o c o n a e t o , y U x i t e ^ x e t a c i ó n ^ r i s p r u d e n c « l q u e s e h a ^ e n d p ^ ^

para co TK bir ¿  las justrficaciones dadas por U  Unniersbad corito causas m o o ^  

segunda norma, no son validas.

.  . í 11̂  rnncedieron U tuteU resolvieron no ocuparse de U
Una parte conwderabb de b s  W « ^

interpretacen mema del bteral c ^  ^  3^3ba, prevalec«mdo sobre bs
que esa'discuston de interpretacbn  ̂ „ p,cUcbn drecta al articub 18

derechos f ,,„d a n x m tJ
de la Constitución Política, es decir, ai oeretnu
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aa m ina r  si las fisuficAciones dadas por la Universxiad constituian una causa m oteada para no 

reafaar d  examen *n una fecha diferente.

D e  e i u  manera, los jueces asumieron que existían un despliegue variado de posibilidades

interpretativas, pero de las cuales no se *a a ocupar por considerarlas menos garantisias a la 

apkacion deecta de b CorYstmjocn asumiendo con esta aigumentación una postura alternativa 
del derecho dando apixación direcu a b Osnsmudón por una contradicoón del sisterna.

U n  ultimo grupo de deosones apiKO un silogemo junsprudencial en el que b  premisa m ayor

fueron bs decisiones de b Corte Constituoonal, en especial b Sentencia T-448 de 2007 Como 
premiu merxx se verAo que el accionante perterx^era a b  Iglesia Adventista del Séptimo D b  y 

b Uniwersidad Nacional de Colombia reafaar el examen en una fecha diferente

b. Fallos que negaron la acción de tutela

d e b ^ s ^ t ^ d e C o l ^

fundamemal de los miembros de la Iglesia Adventista,

d « o ^ ^ e l p ^ d e v » u  metodológico desde trespu ntosde p^

de b « rto n o m a  unniervter» preocupándose por argum enur b  corrección A

d«cum er«e desde los principos constituciorvrfes Sin

e llr te r .lb d H « tK A ,a d < io n a ld e lD e ^ 3 5 4 d e S 8 V ^ ^  como prerrxsa mayor

del accionante a blglesuAdvemisu de SeotimoDu ^
■K-n-r«ventisu de séptimo Día y bs causas motivadas expuestas por b
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u fw m id d d  que le impedían reprogramar el examen en otra fecha. En estos casos, se concluyó 

afem arxio la existerKia de causas motivadas que impedían la practica del examen en un día 

diferente U n  ejemplo de este proceder es la siguiente consideración del Tnburwl Supenor de 

Bogotá *En el caso bajo estudio, contrario a lo decidido por e! Juez de instancia, concluye la 

cab 51 existe causa motivada que impide la práctica del examen en día diferente al establecido 

para la totafidad de la comunidad estudiantil que aspira a acceder a una de la universidades mas 

prestigiosas y  económicas del país, tal com o explicara la Dirección Nacional de Admisiones de la 

ULN. en la respuesta que diera a la aaionante CJ*

O tro  tipo de silogismo aplicado por los fallos que negaron la acoón de tutela fue escoger como 

premtsa mayor el literal b del articulo 6 de la ley 133 de 1994 el cual dtspone '  Los alumnos fieles 

a la Iglesia Adventista del Séptimo Día, que cursen estudios en centros de enseñanza públicos y 

privados, siempre que medie acuerdo entre las partes, estarán d^pensados de la asetenca a cla^  

y  de U  celebración de exámenes desde la puesta del sol del viernes hasta la puesta del sol dd
sábado a petioon propia o de quienes ejerzan la patna potestad o tutda La premisa menOT

venficaaon de que los aspirantes no cursaban estudos en la unn«rs«iad ni medaba acuerdo entre 

las panes, y c o n c ^ r  que no era aplicable la norma por no cúmplese los requBitos d '  

y  existenca de acuerdo previo entre las panes negando por cons«uiente d  amparo soliotado

U n  v arad o  grupo de fallos que negaron la accon de tutela. re s o M e r^  d
a c u d i e r K l o < L u m e n t e a l p r ,n c i p K ,c o n s U ,u c .o r a l d e .a u t o n o ^ ^ ^ ^

se preocupo por argumentar la corrección de este tipo de decisiooes
a x « « u c x x a f i - . . n a t e r x i e r . , n t e r p r e u c » n d e ^

es d  faDo de Juez 17 penal ^  una vulneraoon a los derechos

ámbito de su autónom a universrtara y realidad, conforme al criterio
fundamentales de la joven N u r d  y ^ u i  ar ^  comienza d
ju r u p r u d e n c ia l s u d e r e c h o a U ig u a l d a d y a U I I .^ ^ ^ ^

derecho a la educación de r ™ l «  '  ^  ,3, , ^  por la instrtuoói\ y  asi acceder a

para preserrtar la prueba de académico y  las facilidades
susestudtós profestónales, atendiendo precisamente

económicas que bnrxla
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Otro faHo de) Juzgado décimo penal del circuito, en esta misma linea, acude a la moralidad 
política de la Constitución para interpretar los prirKiptos de autonomía universitaria y libertad 

de cultos 'La posición filosófica de U L>niversidad Nacional de Colombia, corrio una institución 
laica, destinada a educar a las personas con excelencia academice no permite conocer garantías 
o prerrogativas por razones retgiosa  ̂pues ademan está en consonancia con la vocación política 

del modelo de Estado que concibe la constitución de 199% la cual reacciono contra una carta 
poética casi confesiona) como la de 1886' En esta argumentaoorv el juez recurre directamente a 
los principios basado en los desarrokisjunspnidenciales anteriores, pero para dar su mejor cara,
planteando la armonaación y corrección de su argumentación, desde la integridad del derecho,

al consKlerar que no hay rvnguna vulneración de los derechos fundarrientales de la acaonante

c. Fallos de los órganos de cierre

La Corte Constitucional en sentencia T-448 de 2007 se ocupó de levsar el primer fallo de la sala 

fVrvü de) tribunal de Bogotá que resofvo revocar el falo de pnmere instancia, concectó la tuteU 

presentada y ordeno a la UmversKlad en el pnm er semestre de 2006, realizar el examen a un 
miembro de la Iglesia Adventista en un d a  (iferente al sabado

magistrado Néson PiniMa, otó cuatro junsprudencKis 
^  C-088-94, T-982-0% T -0 2 6 ^ 5 ) que se haban ocupado de la protección de la libertad

de cultos en virtud de U apicaoon de) articulo 6 de U Ley 133 de 1994, consxierando que

/ueol^rto de ístudiq m  h  tMoideraoón Uretra d r e s u fa X o u  

y j l ^ ‘^ t < 1 ^ ^ a h m a m a . T m t n d o t n c u e r , t a e s t m  p r t ^ n u s
ta Sota w  puerte o r W  W argumerno expm ado por lo Univtrudad paró 

° ^  sohatudts devodiu en su oporuwidad. qut conduce 
al q u e b r a n t o ^ t o  de los derechos / u n d a n W i r r ^ i n L o s , ^ 1 ^

i ^ V m d e  h m t J d ^ a K t g a r a u n  acuerdo que posibiinara p r e g a r
t  diferente a¡ Sabath, p e r m i t i d  asi el

que espeaalmeme las entidades educadyas de carácter 
pubteo. pero también las privadas, están vinculadas por el deber de
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procurar t i  acuerdo con ka estudiantes que, por n uon de sus convtcoones 
rtSgiosas, no pueden currtpKr reguhrmertce el calendano acadermco u 
otras obBgacioryes estudiantiles. Asi, ha de propiciarse la obtenoon de tales 
acuerdos con los alumnos o aspirantes que estín en esos supuestos, siempre
y  cuando el interesado h  solicite desde el primer momento y  demuestre que es 
miembro activo de una iglesia o confesión religiosa previamente reconocida 
por el Estado colombiano.'

C on este proceder m etodológico la Corte  Constitucional aphco un silogismo yundico donde 

la premisa m ayor es el Articulo 6 de la Ley 133 de 1994 la premisa menor, la pertenencia al 

centro educativo, supuesto norm ativo al que fueron equipiarados los aspirantes a un cu p o  y 

la inadmisibilídad de los argumentos expuestos por la Universidad Naocxial de Colombia para 

lograr acuerdos para el cumplimiento de sus activirlades en dos diferentes al sabado Ass la Corte 

Constitucional corKiuyo que con dicho actuar se violo el derecho fundamental de la libertad de 

culto de los accionantes.

Este fallo de tutela, al elegir co m o premisa mayor aptcaWe al caso el Articulo 6  de la Ley 133 

de 1994 y  sustentar su decisión en jurisprudencia que interpnrta este mandato constitucional 

es un daro ejemplo de una vía de liecho sustantiva al fundarse en ta subsunoón silogística de 

un precepto norm ativo que claramente no eia aplicable al caso discuinlo, en cuanto que los
Mpnntes no teman nngun vinculo académico con la Universidad y por tal raíorv no podan tener 
nngun cuerdo prevKi con estn y ademas, exista una norna en ü  cual se subsanan los hechos

puestos a su consideracKin, es decir, para la par tK^ucion ck concursos de cupos de r e t i t u c ^

educauvasque deba ser o b^o rk xrte rp reta cirxi y por U  «xkte m xracxxi eva lu a tn«q i*  de b o

•er concretada por la C orte  ConsütuCKxal es decir el Inenil b del artKulo «k x in a l  del Oecinelo 

3S4de1998

f t r  o b »  parte la senteroa en segunda rn u n c a  de la Cor te Suprema de Jusoca .fie  conoao del

h l o  del Tnbunal SuperKx del O s tn ro  X id < -L  d e c « io  revocado por c o n s K k r. ^  *
o b r to  cualquo, pronurxartverno f K k u l  ^ q u e  U  accKXWiui y .  haba pres^itatte el e x a ^

d e id m fso n  en un d u  difrtentc al sibacio



a f - H  H-> H « X  M'•A ot U AU IOM jK *  RSÍtíPiA f »< U  J«JI«PSUOtNCUOt U  CORTt CCNSIiruCMML

L

El anterKX a n á li»  es un ejemplo de la necesidad de unciicación de criterios m etodológicos en 

los problemas judiuales que impliquen alguna relevancia Kjsfundamental Si bien es aerto , que 

la consuttioonalizaoón d d  derecho, que ha traído consigo la acaón de tutela, ha implicado 

ventajas considerables en el sistema jundico colom biano^ también es aerto, que ha apiarejado 

una discusión metodológica sobre el procedrmento que deben asumir los jueces para abordar la 

solución de los problemas de esta Índole que garantice la predictibilidad de los fallos.

Si partimos de la idea de exigencia de constituoonaliaaaón del ejercicio del derecho p o r el

reconocimiento expreso de la fuerza normativa de la constituaór\ tendremos vanas paradojas
en el quehacer interpretativo d d  juez Por ejemplo, frente a la pregunta de en qué m om ento d  

juez debe apirear de manera dxecta la Constitución, pueden identificarse diversas y  encontradas 

respuestas Por un lado, podría responderse a esta cuestión considerando que si las normas en 

estricto sentido son los desarroSos de la propia Constitución com o obra de los representantes 

d d  pueblo (legislador), su aphcacion en estricto sentido significa por si misma una aplicación 

de la Consuiución s»i que le sea dado al Juez asumir U  interpretación directa de las normas 

constitucionales Por otro lado, podría afirmarse, que en todos los casos d  juez, al aplicar las 

normas de tipo legal, debe consultar su mejor »iterpretación de acuerdo con tos postulados 

constituoonales Una tercera postura, podna afirmar que d  juez debe proceder a aplicar e

inti^pretar de rnarwra directa U  constitución sin considerar sus desarrollos legales aplicables al 

caso este tipo de cuestionamientos fueron evidenciados en d  análisis d d  caso.

46. Autonomía universitaria y la calidad en la educación

Frente a U  colisión que se puede presentar entre d  derecho a recib» una educación con caftoad
en cabeza de tos educandos y d  pnncipro constitucional de autonomia universitaria, la Corte 

Constitucional ha preciado que es necesario destacar la doble dimensión d d  derecho a la 

educación*’ y de la autonomía umversitana com o derechos-deberes.

*2 w ‘aj«wencuer«r»n<d acertar d  derecho l.g.»KÍo a U r « W a d .b r n d a r D r o « o ^

$ocied*d identificó por ui«$ten*K4vio4**xi

“  U ^ d x n e n ^ n  de U educaoon.
oorrMTt» ^ ^  conloí
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Es decir, para la C orte  Constitucional, la autonom ía univcrsiuria es un privilegio que apareja 

responsabilidades En consecuencia, el derecho a la calidad a la educación y  la autonomía 

universitaria tienen una relación inversamente proporcional, asi en la medida en que un centro de 

estudios reduce su calidad académica proporcionalmente sera mayor la intervencKXi estatal* y se 

inoementaran las posibilidades que por la vía judicial ordinaria se deduzcan las obligaciones a su 

caigo (Corte Constitucional, Sentencia T-574 de 1993).“

En sus sentencias C-852y05 y  782/07 la Corte Consbtucional decidió declarar la inexequibdidad 

parcial del articulo 8 de la Ley 749 de 2002“  'p o r  la cual se organiza el servKio publico de la 

educación superior en las modalidades de formación técnica profesional y tccix>log<a En su

estudiantes y a la obligación que tiencri estos de cumplir con los deberes y cbSgjcionespirvousmH

regUrrentn estudiantii
64 En H segundo scmesirc del año 2014, un escándalo por irregularidades ligadas a U cakdad de los 

programas de una conocida Institución de Educación Superior sacudro. i op«i«in pubSca naoonal 
En este rstn (ue evidente la tensión entre el prmcgao de autorximia unrvetsitaiu íarKuki 69 CNI y 
h  posbiiidad de que el gobierno ejerza ntpeccion y vigilancia sobre la educacior\ con el In  *  «rlu
por su calidad larticulo 67 CN) Con d  fin de frenai algunos desmanes H Gobietno nac«xul e«p«io d
Decreto 2219 de 31 de Octubie de 201-1 En d  lefendo IJetieio se cWion facultades al G ot-oiio pa^ 
«dopui medKlas pirveiHivas y temporales en bs msiitucwnes que no tumpbn con iMestarviaiet de 
cafcdad utAcen Us renus pata fmcs dileientr-s a bs de su mwon socid que no havan r v a d ^  
mepra, sus mndvames a pesa, de las sarviones oque >4re/can progranvu sn mgniiocaWica^mntt 
a Us emitas .)ue geneto U posWe «silnet aticin dd pnncH>o de U aulooo^-nMnsrtaiia. d  »
triares de VI fXast, a E iLarv.n ) ir.a wfesm na, ilue p «  es que d  gnherno no «  a pcrmju

Sigaer»«vurl„ a k/l esnakanirsremendóprvsp^na. Av.do. m umjxxoque s e l ,  p l ^ * ^  
o L ia n ir - .  , m  I f  ■ as lian a h » . -k l  .iaame Kxla U «d a  «n cosa, q.»- no uei^i nada que ser c ^ U
^  i í saw-s.,rV4JuWi«irtii>m<t-4UguelcnrrtufU»decdiica*i<ifnr4»>uMík»i
«i^araan .Resista SrtrwciUOMlEl
en uedixac... r*. nvnm ep^m r.» » ie   ̂ „ .g «tv U U s (X . d
Utrqi«rtcjdrtMKí-.in-jjl.wLif>íw«wi*d<^ C s im n «rí^  _  H_, r .,,,xw«»ikn‘*r»tfr.fifUJUtanr>4''wur»v?r .̂rea?Ry drnotfWtHO
gebe. IV, msrren U dru-uv .  cuales « .  kn v   ̂̂  q,s-s- 1 csjiedr U ley 1740 .Id
d  debav ficda serssrin W J « :  V r l « ■ “ ' 7 l ! u  26 d rU C N ,se23 de Dsoembre de 20M ..icluriw ü oral se mgs4a n  ar l«a*i IV r  X"

regub b mpeccx*. ,  «g4ano.de b U v ,. .»o rr «  urvvenrtaru no puede65 Enesusentm cnbConeCon«m ioursdeser4««aeT^»Nr^.rr

ser unpreteato f*a  fm urfrf , Aj^demeos de Educa. <n Vupenor Púa
66 A r «u lo 8  tec--a

pcxicTofxttrf . ^  ^  «gntrn cjHcaíki
de pcegrado. o de e s p e ta b a ^ , ° , ( cegm'O *  programas acadertscos los esiancUres
d d m ^  E¡ G ot*m u educacem supenor como ts«facT«ntas de

7
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primera decnión (C -8 5 2 / 0 5 )d e c la r ó  mexequiWe la expresión 'profesional de pregrado', al 

considerar que 'C o rrx j quiera que la Ley 749 de 2002 no hay una sola previsión relativa al registro 

caTificado de programas, los estándares mínimos de calidad y  los exámenes de calidad de los 

estudiantes de educación superior en los programas profesionales de pregrado, el contenido 

normativo conforme al cual corresponde al gobiemo la reglamentación de tales aspectos, resulta 

contrario a la Constitución ()*  Posteriormente; el aho Tribunal, deadió declarar la inexequibilidad 

del apartado según el cual: "El G obierno Nacional reglamentará; el registro de programas 

académicos, los estándares mínimos, y los examenes de calidad de los estudiantes de educación 

superior, como herramientas de medición y  evaluación de calidad e instrumentos de inspección y  

vigáarKia de la educaCKm supenor"

En la decisión. C -782/07“ , la Corte constitucional declaró inexequible el apartado final del 

articulo 8 de la ley 749 de 2 002  Para la Corporación, la habilitación que consagra el artículo 8 

de la Ley 749 de 2002 para que el G obiem o Nacional reglamente lo relacionado con el registro 

de programas academ«os, los estándares mínimos y los exámenes de calidad de los estudiantes 

de educación superior, constituye una habiUtación no debida Según la Corte Constitucional, no

existe un referente legal mmimo y suficiente a partir d d  cual dicha reglamenlaaon pueda llevarse
a cabo. En este orden de ideas, se estaña traspasando ai Ejecutivo la competencia de regulaaon 
general sobre educacioo superior, que corresponden al Congreso de la República, de conformidad

con la cláusula general de competencia legislativa y  de la reserva general de ley por tratarse de un
servicio publico

4 7  Exámenes preparatorios

La Corte Consutucional se ha ocupado de determinar si presenur examenes preparatorios 

c ^ ix lo  la respectiva universidad tiene señalado este requisito en la normatividad interna,

67 4|u«<W dnTvin.l««U pos**dadderrgii»l»m «B ««uh fccrf*iend»txaao dertvirxlM xlo en
a los pro p-na . profe^xiate de prtgTKk^ qu«do m  dd Ck*«erno r w w  Bo ninvun

I . ^ d e ^ ^ m ^ l 2 ^ q u e x - « « ^ < k h . , e p j l » c x ^
y dKCLttKU dentro dd Con^groo de U Repubkit.

68 El < írn «n ^ e * A ic «< á i* ú n o rm .e s «o n «iu «o n .)p o rq u e l> ««a n «re ,, d e s u y x « l « l i ^
y Us p ro W xc«x « p re v »^  PCX la Consütuoón Pdktx^ de « » «  U datráxKion vener.1 
competenoa. en m «»na de lenaüos piiikos A»s lo, artKJoi H  67; 68 y t »  de U CP « tr -a  de
uiuroinpetenciaqucrM«ledeminerioekaivaenelConp«odebRepct*ca
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constituye una vulneración a los derechos fundamentales a la educación lA r t  67 CP), al trabajo 

(A r t  25 C P) y  a la libertad de escoger profesión u oficio (Articulo 26 CP) o  si por el contrano esta 

tírcunstanoa constituye el ejerooo legítimo de la autooomid untvervtúna (Articulo 69 CP)

La Sala Plena de la Corte  Constituaonal mediante la Sentencia SU-783 de 2003^ otorgo efiectos 

éiterpores a la jurisprudencia que sustento aquel fallo y  la decisión adoptada en dicha providencia, 

es decir, que para asegurar la efectividad del principio de supremacía constitucional, dicha 

sentencia surtía efectos respecto de todas las acciones de tutela semejantes.

En esta última jurisprudencia, la Corte Constitucional determino que las universidades confórme 

a lo establecido en el articulo 69 de la Constitución Política, están facultadas para adoptar la 

normatjvidad interna que les permita autogobemarse, para lo cual pueden contar con sus 

propias rtgtas internas (estatutos), y  regirse conforme a dhs, designar sus autorxiades académicas 

y  administrativas; crear, organizar y  desarroHar sus programas académicos, definir, y  organuar sus 
labores formativas, académicas, docentes, científicas y  cukuraks, otorgar los títulos correspondientes, 

sdecdonar a sus profesores, adm itir a sus alumnos, adoptar sus correspondientes re gim en ey  

establecer, arbitrar y  aplicar sus recursos paro el cumplimiento de su misión sooaly de su fundón  

kutituaonal/'(Corve  Constitucional, Sentencia T  310 de 1999).

n ^ a n te r ic r ,O M «o d c .o n M ,d e ld e b c r< ^ e t^ d K h < u .n s W u c ^ d ra d o p u ird e m n ,M

la nuonabUidadyproportionandad las medulas necesanas que les pemuta gqran ttia rh  ulooeulad 

pevfesHmal de sus egresadas, qmenes deben acatar las disposiaones que pam  t a b ^  
rc o n s titu o o n , l a b i o s  estatutos internos de las entulades de educaaén s u ^  en Itu qu
^eduntarusm entedeculenadelantarsusestudias-ICcrtrConsm ucuuM Sc^

Para U Corte ConsmucK>nal en H caso de pfofes«x« cuyo qercoo puede

K X «1 . es d a r ,  1, neces-dad de «ip le m e n .a c «n  por par.e de Us ,nst„u c«oes de educac«>n

. ,  1 s il m id e  2003 *h No tiene sencido que « f J e n69 Sobre este p « 3 « J » d 9 o U  Corte en
tute)» de nw ierxteonufw r, CMOStute)» de nwieoi douriu p , r ^ c ^

I »  n m »  de) poder ¡¡ubica d e ^  u ^ « 0 0 0  de lo* derechos )undjmenu)ei No
ru o n  )o* jueces con*tituoorv»)« ti ^  ̂  ^
tiene presentMcm que li Corte Conjtrt ^  ^  ^  ̂  ^
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tupenor de una preparación que goce de un aho grado de exigencia académico, para lo cual, le 

ejta permitido definir los criterios y  elementos de su sistema de calificaaón (establecimiento 

de promedios académicos para aprobar una asignatura (Corte Constitucional, Sentenaa T-061 

de 1995), dommio de un determinado idioma (Corte Constitucional, Sentenaa T -6 6 9  de 2000), 

imposición de un horario estricto (Corte Consotudonal Sentencia T-S85 de 1999), etc)

(5e esta manera se garantua que el egresado es idóneo para practicar la profesión para la cual 

fue pireparado y  se disminuye d  riesgo de un e jcro o o  irresponsable de la misma, frente al 

conglom eiado social. D e  m odo específico, el ejercicio de la profesión liberal de abogado™ 

involucra la posibilidad de un nesgo social el cual puede ser conjurado o  disminuido mediante una 

acertada formación académica, para lo cual es menester el establecimiento de ciertos requisitos 

a través de los cuates sea posible medir la idoneidad del individuo para desempeñarse com o

profesional del Deredx). (Corte Constitucional Sentencia T-T127 de 2003)

Desde U  perspectiva nonnativa la Ley 5S2 de 1999, en su articulo 2 estableció q u e 'e l estudiante 

que haya terminado las materias del pensumacadérraco antes de la entrada en vigcnaa de la 

pt'csenie ley elegirá envela elaboraoonysustcreacicn de la rnorxigrafíayjridicaol realización de
la judicatura', (Corte Constitucional Sentenaa C-1053 de 2001) precepto este que fue declarado

exequible, con fo cual quedaron vigentes como requisitos legales para optar al titulo de abogado
i) terminación de las materias del pensum académico y ii) elaboración y  sustentaaón de la 

monografía jurídica o  reaiizaaón de la judicatura.

Empero, conforme se señalo en U  providencB de unificación, U  C orte  ConstitucKinal ha 

establecido de forma consistente que acteionalmente a los requiutos de orden legal arriba

enuncwidos, las universidades en desarrolto de su outorwrnfo u/iivenitónü pueden fijar otros 

conxi los exarnenes preparatorxjs que siervfo razoriables dentro de las expectativas acaderm ai 

de la institución y el respeto a la C a ru  Fundamental le permitan graduar profesionales idóneov

70 ^  w iene m  o * n u  que corifenne a lo en d  «u ed o  1 dH 0«e tt>te v 196 de 1971'.M r
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M e  fin cxxttmiiCKXi.ilmct ne válido de conformidad con lo dispuesto en el mcoo 5 del aruculo 67 

Supenor

C on fundamento en lo anterior, la C orte  Constitucional ha negado la protección de tutela a los 

derechos a la educaaón, a la libertad de escoger profesión u oficio y a la Igualdad, de los egresados 

de las cSferentes facultades de Derecho de las universidades accionadas 'p o r considerar que (i) las 

universidades, en ejercicio de la au tonomía uiwenitana, tamo antes com o  después de la sentencia 

C-1053 de 2001, podían y  pueden fijar exámenes preparáronos, cursos, otros exámenes de 

comprobación de conocimiento, exigencia de idiomas, u otros requisito^ com o requisito de grado 

para obtener el titulo de abogado, (ii) en el m om ento de ingresar a cursar sus estudios de derecho, 

los accionantes adquineron la obligación de cumplir las normas de la universidad dentro de las 

cuales estaba la piresentacion de preparatorios, y  (iii) entrando al estudio particular de los derechos 

furxiamentales invocados no se encuentra que ninguixj de estos se encuentre vulnerado con la 

exigencia de las universidades.* (Corte Constitucional, Sentencia T-445de  2004).

D e  esta manera la C o rte  Constitucional ha concluido que el requisito consistente en la 

presentación de exámenes preparatorios cuando la respectiva universidad teñe señalado este 

requisito en la normatividad interivi no conculca ningún derecho fundam cnul puesto que 

dicha exigencci materializa el ejercicio legitimo de la autonomía iinn^ersitana y, ademas, busca 

un fineonstitucion.ilrnciite valido cual es el de velar por la calidad de la educación, para la mejor 

fermacKin moral e iritelec tu.il de los futuros profesionales del Derecho

71 Endm ™ m o ie n u iip m > «n dim b «n d rre »* io i— 5r-k>par«lrs;c»i-tu.

C oneCm rauoonil Sentmoa T OS& 201'

> HnxAAudrCcAwntM
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CONCLUSIONES
LUNA PR O PUESTA DE UNIFICACIÓN DE NUESTRO SISTEMA 

IN TER PR ETA TIVO

Lo hasta aquí expuesto arroja, en térm inos generales, un buen balance sobre la labor de 

actualización de la dimensión académica d d  principio de la autonomía universitaria por parte 

de la C o rte  Constitucional Sin embargo, plantea muchos interrogantes sobre el proceder 

m etodológico de la C o rte  Constitucional en materia de concreción de las ambigüedades 

Ingusticas propia de los pnncipicis- Lo anterior, obliga a proponer un sistema integrado que logre 

dar cuenta de su complementanedad al m om ento de abordar la resolución de casos específicos.
P»a efectos metodológicos, se uülizará la clasica división de Dsvcrtin de las tres etapas en las que

tSvide d  proceso interpretativo: pre-mterprctativci interpreutivo y  post-mterpretativa

l a  oomprobacioii de existencia de dos sistemas interpretativos en nuestro medio, implica para su 

com plem entanedad y acople, que todo problema de interpretación parta de la utxcacion en la
grada configuratjva de normas dd respectivo asunto, es dear, de SI se trau de un caso especifico

de reglas, si se trata de un caso especifico de colisión de prmapios o  si se trata de un caso de 

C0Ss«n de prmcipos y regUs, d io  en consideración a que según su deterrninacKm dependerá d  

proseguir metodológico

m • M ru-^ w e  intctDwiativo dc tdenüficacioo d d  matenal ju;id*coEl mtírprrte, una ve/agotadíjd nivel preinxctpf^wu . .  , ____ ______
rdevantelqueen nuestro med^yampbcaiirv, labor m cnum entJporUfal^

d e U a b u n^teprodlK C lO rlfcg .s latlvay^.»pru denC lafi.debera  identificar si se traU de un caso 

especifico dc concreoon c  mtef pretacion de rcjjUs o pf mop»os

u tu A C jo n ^  de dandacL oscundad, coeinstencia ac cjj ^s iu ia c io n » oc csariucKj, .  ,  en H  campo íemanüco cn d  sch ,» t e s is ,d  proceso .sterpretativoconsBtira en deternrvnar en eicarnpo
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encuentra aplicando para su resohiaon d  dispositivo interpretativo de las reglas. Es decir; en el 

caso de la claridad deberá atender d  sentido literal de la norm a entendiendo su significado en 

su sentido natural y obvio, evitando consultar su espíritu. En d  caso de conflicto entre la regla 

aplicables, deberá resolver la interpretación mediante el sistema de especialidad, jerarquía y  

temporalidad. En d  caso de oscuridad, deberá acudir para su concreción a los sistemas gramatical, 

lógico, histórico y sistemático. Finalmente en caso de presentarse una laguna, deberá acudir a la 

analogía, a la aplKacion de las reglas generales d d  derecho, y  a la costumbre secundum legem

Una ver cumplida la etapa interpretativa, en la fase post-interpretativa deberá verificar por 

medio de procesos de porxleraciorv la corrección de la decisión adoptada. Q  objetivo de esta 

etapa es verificar la correccioo de la decaion desde d  punto de vista constitucional. El criterio a 

tener en cuenta en este ultimo proceso, es b  fuerza normativa de la Constitución y  la exigenaa 

jurisprudencial de interpretaciones conforme a esta, para lo cual, deberá considerar, además, 

las circunsurKias especificas de las partes en conflicto. Este proceso post-interpretativo de 

ponderacKxi deberá ser más estricto en d  caso de oscuridad y  analogía, porque en estos casos 

b  caiga argumentativa se hace mucho mas severa por b  pluralidad de opaones razonables que 

puede encontrar d  intérprete

Si por d  contrano, y una vez cumpkda b  bbor a nivd pre-mterpretativo de selección d d  material
jurídico relevante, d  interprete identifica que existe un problema de rango lusfundamcntal

deberá diferenciarlo según bs panicubridades de cada caso; 51 te trata de un problema de rango
lusfundamcntal propiamcnte dicho, en razón a que no exatc mngun grado de concreción por

parte d d  legislador de los derechos en colisiórv o  «s e  trata, de un caso de concreción de regbs 

en d  que b  exhaustrvidad de los significados es de tal ambigüedad que b  resolución d d  caso b  

retnite nuevarnente a b  actuafaacjon d d  asunto por m e d b  de b  aplicación de principios de rango
Constitucional

En d  primero de b s  casos, es medianamente ebro que d  juez deberá en pnrrv? lugar revttar
b  jurisprudencia consmucional sobre d  asunto, para de esta manera establecer o prion'y en

abstracto b  jerarquizacion de bs derechos en c o n fito . En taso que encuentre que d  problema ya

ha sido abordado por bs Oiganos de CKtrre deberá apical bjunsprudenca vigente a menos que
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Si

en qetQO O de su autonomía considere que esta no es correcta, caso en et cuaJ para distanciarse 

de aquella deberá cumplir con los requisitos de transparencia y  suficiencia argumentativa, so 

pena que su cambio jurisprudencial sea considerado una vía de hecho por defecto sustantivo al 

desconocer el precedente lusfundamenlal

Si por el contrario, encuentra que no existe jurisprudencia ni horizontal ni vertical sobre el 

problema jurídico a abordar, la labor pre-interpretativa consistirá en determinar los derechos 

constitucionales en pugna y  el posterior establecimiento de su jerarquizacion □ pnori y en 

abstracto, para ello, deberá acudir al estudio de las lineas jurisprudenciales de los órganos de cierre 

de cSchos derechos en los cuales determinó la colisión Posteriormente, en la etapa interpretativa 

propiamente dicha, y  con la aplicación estricta del test de ponderación deberá demostrar de 

manera suficiente la adecuación, necesidad y  corrección de su interpretación Por útümo, en la 

etapa post-mterpretativa deberá comprobar la corrección de su decisión desde el punto de vista 

externo com probando que su elección no resulte contrana a la constitución por hacer nugatorio 

sát una razón sufoente d  derecho reducido y, que ademan en las condKxxies y orcunstancas del 

caso especifico no resulta una negación de la propia C onsW uoón

En el segundo de los casos, es dear, cuando medie una concreción no exhausuva por parte del 

le g « la d t  la labor pre interpretativa consistirá en la xientificacKm del Upo de in d e t y m m a ^
«m antKa(aiT*.guedad.vaguedadoaperturaeval.iativafdeM --Tdc.l«eb^

grado Luego, en la etapa interpretauva por m edio de los nvrtodos e s t a b le e ^  para el caso de 

L u r x J d ^  las regUs (gramaticaf logico, histórico y s.tem auco)

de la subregla apl^abte al caso 1 ^  ulumo, en la etapa post .terpretalrva d e ^ a  comprobar la
co rre cc^d e su d e cisK n co m p ro b .tn d o q u e s u e le cc xx rrK ,-e s u lta c^ .rB r.a b ^

hacer ruigatorK. sin una razón suf^ente el derecho reducK loyqueac^ en l a s c o n ^

a ,o e3 ca sde lca so e spe o f.o .xrre su lU u na n eg a c«n de la p ro p «C ^
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2. LA IMPORTANCIA DE LA PRESENCIA DE LOS GRUPOS DE PRESIÓN 
EN U  LABOR DE CONCRECIÓN JURISPRUDENCIAL DEL PRINCIPIO 
DE a u t o n o m í a  u n i v e r s i t a r i a

ParaWo con lo anterior, y  desde un punto de vista m ucho más pragmático, esta investigación 

hace manifiesta la importancia de la presencia de los diferentes grupos de presión, que se 

pueden ver afectados en los procesos de concreción y  actuaSzación de los derechos y  pnnapios 

constitucionales, en los lugares que se leva acabo dicha taiea

Ase por ejemplo, y en lo que respecta a la autonomía unversitaniL Ae encuentra que existen p or lo
menos tres puntos de visu desde los cuales se puede justificar la importancia de la partiapación 

organizada y  con objetivos daros de la comunidad de las universidades públicas en los lugares

de producción, artuafczaoon y  concreción d d  derecho, en procura de la protección y  adecuado
desarrollo del principio constitucional de la autonomia universitaria. El histórico, el jurídico

lingüístico, y desde el balance de las lineas jurisprudenciales de la Corte Constitucional.

Desde el punto de visU histórico, por lo menos hay tres razones por las cuales es necesaria la 

intervención de la comunidad de las universdadespubtcas la  prim er^ es porque el naomiento

y  desarrollo de U  vida de la universidad publica en el paisv permite evidenciar que la forma de su 

existencia (autónoma o  dependiente d d  gobiemo) ha estado signada por la concepoon normativa 

de cada m om ento de U  historia. La segunda razort es porque la autonomía universitaria es una
garantía que ha sido coloruzada por la academia de manera m uy lema a través del desarrollo 

legislativo Y, la última razórt es porque existe una marcada tendencia de los gobiernos y  en

general d d  poder t^ecuuvo, aun palpable hoy de retomar el control de las universidades públicas
para ejercer de manera directa d  comrol administrativo, financiero y  hasu académico de las 
univeisidades

Desde d  aspecto jurídico Sngüistico, se destacan dos argumentos por los cuales es indispensable
la participación de U  comunidad de las universidades públicas En prim er lugar porque la

estructura láigúistica d d  artKuto 69 de la Constitución Wrtica, en d  que se c o n a ^  la autonomía 

umversitana, presenta una mdeterminacióo semántica por ambigüedad, al no defina de manera



SECOnARIA DE EDUCAOON DEL DISTRIIO

cxhaustrva su significado, lo cual produce que el postulado normativo pueda ser interpretado 

desde diferentes valoraciones del m undo, y desde vanos puntos de vista e intereses, que 

depetxlen de la concepción misma de sociedad, universidad y  de Estado que tenga el intérprete, 

lo cual justifica la necesidad de la presencia de las universidades en los lugares de concreción y  

actualización de subreglas de este pnncipio

En segundo lugar, porque  el giro en el sistema de fuentes en Colombia, que ha pasado de 

privJegiar la actualización de los postulados normativos indeterminados por parte del legislador 

a equipararlo a la labor de concreaón de los jueces, justifica que los grupos de interés y la 

comunidad de la universidad pública en general hagan presencia y ejerzan su labor de control en 

los espacios en los que se produce la fijación del verdadero sentido de las normas sustantivas de la 

Constitución, en espeoal del pnncipio de la autonomía universitana

Por otro lado, desde las dos ideas regulativas de las que parte la junsprudencia de la Corte 

Corstitucional sobre la autonomía unrversitana, es decir, la dimensión positiva o de posibilidad 

de acción de los entes universitarios y  la dimensión negativa o  de limites, hoy es indudable que 

la labor de actualización legislativa es trascendental en el adecuado desarrollo de la autonomía 

Ufvversitaria. Lo anterior por cuanto la existencia de la clausula general de competencias, que 

en esta materia esta en cabeza del legislador, implica que solo a través de la actividad legislativa 

se puedan enpooer imites a este pnncipio consutucional, lo cual trae com o consecuencia que d
poder de acción de las Universidades Publicas esta enmarcado por los desarrollos y  marcos que

este le imponga.

Tal cwacteristxa no solo justifica sino, que ademas, hace evidente U  necesidad de participacióo
y  piesenco oigaivzada, deigida, con una agenda y objetivos claros por parte de la comun^iad de

las uraversKlades publicas en el Congreso de b  República, para que con un marcado seguim^nto

y  aeomparSam^nto de U  actividad legislativa se logre que los desarrollos legales sean acorde, y

reqx«uososdebConstrtuciondesdesurv.cim«ntD,ynolmrtenlaacoondelasUn,versidadesen 
este carnpo a acc»nes judKales posteriores como ocurre en la actualidad
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Desde el panorama jurisprudencial, se evidencia que al ser la dimensión académica de la 

autonomía universitaria el resultado de la actividad de actualización judicial que se produce en 

virtud de procesos de acciones de tutela su desarrollo y concreción, nene com o característica 

principa^ ser demasiado casuística y  poco sstetnatica.

Asi, los derechos inherentes a la autonomía y la labor académica^, resulun poco estudiados y  

desarroHadov situación que se produce com o corrsecuencia obvia de la naturaleza misma de los 

procesos de tutela, en la que en la mayoría de los casos, las Universidades se encuentran en una 

posición defensiva al ser señaladas com o usurpadoras de un derecho fundamental, hecho este
que no ha permitido m permitirá que por la viajudiaal se concrete de manera adecuada esta 

dimensión de la autorxxma

Tal caractenstKa del desarrolo de la autonomía académica, ha traído com o consecuencia que 

frente a las reglamentaciones leferemes a la eriesligiciones, com o por qemplo, las existentes en

matera de acceso a recursos biológicos, no existan regias claras en las que se puedan apoyar las 
Universidades para exigir el respeto de su autonomía académica que garantice H libre acceso al 
ccxxxirmento, frente a las entidades esutales que tienen a cargo dicha regulación.

En tal rnedida, sera necesario que U labor de concreción que ha venido adelantando U judicatura 
constitucional en matena de autonomía acadenxca, se acompañe de la labor de actualización 
legislativa en el Congreso de la Repubka, para que las Universidades dentro de su nueva ubicación 
en la estructura del Estado, asuman una labor propositiva y no solo defensiva en este campo,
que propenda por la determinación de reglas claras sobre aspectos com o la investigación, la

libertad de cátedra, asi como U reglamentación de aspectos sustanciales como la determinación 
y caracteruacion de parainettos de diferenciación de actos acadérnicos y actos adrninistrativos. 
que garanticen la mmumdad de las actuaoones académicas, sm mas controles que el respeto de
los derechos constitucionales

72 1«lnciiiTiodder»rfio*U rw iW ígaooneldBKhoal«coi».U rtorTnioonk»fcm esl»~-aAt«V, 
^ c » l t t « « . « « l l g « ^ « .« íd < n « x > y « ^ p ^ p H v l « p o * * d a d e s < f c U u n i l « » d « l f w a h » ^ [^oiicsnoonwrKocDnaatcxKimM. ^
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A si m om o, sobre la dimer^sion administraiiva, del análisis precedente se puede afirmar que, 

aunque existe una marcada terxlenaa jurisprudencial haaa la protecoon de la autonomía de los 

entes miversitanos para «Im inistrar de manera autórxjma sus recursos fnanoeros, físicos y  de 

personal dkha tendencia no ha skIo  aprovechada y desarrollada por parte del poder normativo 

reskiual de las Universidades

A si, las Urwversidades no han sido capaces de asumir con creatividad y arrojo dicha facultad 

que H  legislador y  el constituyente les han concedido. Por ejemplo, basta dar una m iróla a ios 

fiCatutos contractuales, com o el Acuerdo 002 de 2008 de la Umversiciad Macxxial de Colombia, 

para identificar que en estos estatutos, se hace una copra literal de los parámetros y ponopios 

orientadores d d  Estatuto Contractual que nge la contraiaooo de las entidades del Estado Q,ey 80 

de 1993). Este hecho es una muestra fehaciente de la incapacidad de los entes uruversitanos de dar 

respuestas eficientes, desde el derecho, a sus propias necesidades

U íK a p a c xla d  de las Universidades Estatales de adoptar y  diseñar categorías jurídicas propias en 

masenas há<^a< de la autorxjmia universitana. com o la contrataaof\ ademas de convertrse en 

l í i  obstáculo para d  corxxirmento, al auto-imponer la exigencia d d  cumpfcmiento de los rnsmos 

requoitos, condicxx>es y procedirrocnios de la contratación de las demas entidades d d  Estado a 

U  contratación univervtana. sin resporxier a los requcnmiemos de agAdad y vdoodad que en la
rnayoria de los casos requiere la activxlad academKa por b  vdoodad d d  cooocirnicnto, ha traído 

com o consecuerxia que no se haya logrado cocTvcncer a U comuoKlad juTKixa cokxnb«na de U

neceudad e importancM de dicha autonomía.

Eita  «tu acion  ha im p la d o  d o i consecuencia nocivas para este tipo de autonom ía Roe un 

lado dicha carencia ha m plicado que los propws organismos de control no acepten las pocas 

nuevas figuras conwactuales que proporym algunos esututos R x  otro lado, esta fa len c- de 

poucionam ientü drtcurswo en la materia ha apareado que grupos econoriKOS de pres«r^
como el sector de la consm icoo.^ tengan evito en U paulatvu bmrtacion de esu  autonomsa U n

q e m p lo s o b m e lp a rt< u ia re s U re c e ^re g ta rT «rrta c * x iq .* t,e n d e a re s trv ig »U p c »* * d a d  de 

sacnpcKvi de acuerdos y co nvenís  de las emviades pubteas con las unnieesidades estatales,
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matcriM de oonM njcaon y  conuiltirí*f, que tin to t beneficios económicos y  de retribución de 

conocimiemo y  control había d qado en el país

Asi mismo, seri necesario que la agenda p ró nm a en la participación de las universidades en el 

cuerpo legislatwo, le  ocupe de temas recurrentes de «segundad jurídica en esta dimensión de la 

autonomía Sobre todo, en materia de admmistraoón de personal, la edad de retiro fiy io s o  de 

sus servidores, la aptcabon del régm en de «habifcdades e «compatibikdade^ y  la posibilidad de 

contraiacxbn de personas pensionadai, asi com o de temas sustancíale^ com o el establecimiento 

de parámetros daros de drferenoacxxi de acsos académicos y  adrrsnistrativos producidos pior los
entes universitarios y  su control

Tal ver, H  aspecto más neurálgico y  urgente que requiere de la constante presencia universitana

en el cuerpo legislativo para el logro de U  adecuada actuafczaoóo y  f^aoón de contenido d d

poncipw constiuicional de la autónom a umvervtari^ es su danensión presupuestal y  financiera. 

U  juniprudencu erammada evidencu que en los eres ulwnos planes de desbrote  presentados 

por los gobam os de tumo, existr una tendencia de la rama qecuüva de desconocer la autonomía
preiupuesUl de las umversidadei, al tratar de recuperar, en o e r u  medidai el control de tutela 

sobre dichas entidades a través de presiones prcssipuestalei, tales como, «te n ta r someter el 

porcentaje del apone naoonal a parámetros que este m ponga

Til comportamiento del E ^ t i v t ^  hace palpable la debAdad de la concreción Jurisprudenciai 

de k>s pnncipios normativos que presentan «dete m w ia o o n  iem «stica por ambigüedad, com o
es ti caso del principio de autónom a umversitara. Ase pese al recoooomientó de la fuerza

vinculante de lo i falos de consmucxxaádad de la Corte Constitucional nada ob su  para que se 

presenten nuevos planes de desairólo o  reglamentaciones por parte del Ejecutivo que logren 

cambiar U  suerpretacióo de la Corte Constituaonal y  se modifique su postura sobre la (fcnenuon
presupuesta! y  fitonciera de la autónom a. Pór tal razór\ es necesario que además de hacer

présanos en U  aprobación legislativi de k »  planes de desarrolo y  de n om o s que puedan afixtar 

el presupuesto univervtano, se m puh en desde Ib  u n w sidades leyes que establezcan reglas y 

o it e r w  «m oilfitabtes de la as^jnacion dH presupuesto que garantice h  progresvidad del rnaino
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'H e aquí lo que podríamos, por apelar a ella, llamar 
La Universidad sin condición: el derecho primordiaí a decirlo todo, 

aunque sea am o ficción y  experimentación d d  saber, y  d  
derecho a decirlo púbiicam m e, a publicaHo. *  

'La  Universidad debería, por h  tanto, ser también d  lugar en 
d  que nada está a resguardo de ser cuestionado, ni siquiera h  figura aaual 

y  determinada de la dem oaacia; ni siqiéem tampoco la idea tradicional 
de crítka , como crítica teórica, ni siquiera la autoridad de form a 

'cuestión" d d  pensamiento como "cuestionamiento" 
Por eso, he hablado sin dem oray sin tapujos de deconstruccióa'
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